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EL ESPECTADOR
¿APOYAN EL GOLPE DE MADURO?

Armando Montenegro

La separación de poderes, sus distintos pesos y contrapesos, la prensa libre y la deliberación de la opinión pública deberían disminuir las posibilidades de que el triunfo electoral de un populista conduzca a la dictadura o a un gobierno que se perpetúe en el ejercicio de su cargo. A veces, por fortuna, esto es lo que pasa en la realidad.

En el caso de Donald Trump, por ejemplo, las instituciones han sido capaces, hasta ahora, de frenar varias iniciativas del magnate. Los jueces han suspendido sus prohibiciones a los viajes desde varios países islámicos a EE.UU. Y, lo más importante, una rebelión en el seno de su propio Partido Republicano impidió la aprobación en el Congreso de un inequitativo proyecto de reforma a la salud. La prensa escrita y televisada mantiene una militante actitud crítica que alimenta la merecida impopularidad de Trump.

En Venezuela, sin embargo, sucedió lo contrario. Chávez llegó a la Presidencia en 2001 y desde allí se tomó la justicia, el Congreso, la prensa y los demás centros de poder de ese país. Maduro continuó la tarea hasta tal punto que su gobierno ya se reconoce internacionalmente como una burda dictadura. Sus jueces de bolsillo acaban de dar un golpe de Estado, asumiendo ilegalmente las funciones legislativas; numerosos disidentes están en la cárcel; los militares dominan el gobierno y este impide que el pueblo se manifieste en las urnas. En una palabra: las débiles instituciones venezolanas sucumbieron ante el populismo, la arbitrariedad, la brutalidad y la corrupción del régimen bolivariano.

Lo mismo, con algunas salvedades, sucedió en Ecuador con Rafael Correa, quien busca ahora la reelección de su régimen en cabeza de Lenín Moreno.

Colombia siguió por un tiempo algunos de los desvíos de sus vecinos, aunque con sus propias características. Después de un fuerte debilitamiento de los pesos y contrapesos, un hecho que permitió el fortalecimiento de un gobierno crecientemente caudillista en la década pasada, gracias a la oportuna decisión de la Corte Constitucional se pudo evitar la segunda reelección de Uribe, lo que hubiera desembocado en la perpetuación de un régimen alejado de la tradición democrática del país.

Aunque la reciente prohibición de la reelección protege la separación de poderes y es un seguro contra nuevos intentos caudillistas, las instituciones de Colombia no están completamente blindadas. Su protección depende, en buena parte, de la convicción y el compromiso de los partidos y líderes políticos con sus reglas, principios y limitaciones. Preocupa, al respecto, el silencio y la conformidad de ciertos líderes de izquierda, fieles y dóciles seguidores del socialismo chavista, como Petro, Piedad Córdoba y los voceros de las FARC, frente al aniquilamiento de la democracia en Venezuela. ¿Aprueban ellos el golpe contra el Congreso, la persecución de la oposición y la subyugación del sistema judicial? ¿Están de acuerdo con las brutales restricciones a la libertad de expresión y de prensa?

La justificada indignación contra la corrupción en Colombia debería encauzarse para mejorar la democracia y corregir de raíz sus numerosas lacras y pestilencias. Pero no debería ser un trampolín para aventuras que nos pongan en el camino de copiar los horrores de la república bolivariana y debilitar fatalmente nuestras instituciones.

CORRUPCION
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DIOS LOS HACE Y ELLOS SE JUNTAN

Yohir Akerman

El autor intelectual de otorgarle la Orden de la Antioqueñidad al exprocurador Alejandro Ordóñez Maldonado fue el diputado del Partido Conservador Carlos José Ríos Correa.

La otorgación de la máxima condecoración de la Asamblea de Antioquia hubiera convertido a Ordóñez en hijo adoptivo e ilustre de ese departamento. Menos mal no se dio.

Ríos Correa, al ser cuestionado por proponer la condecoración al destituido exprocurador, afirmó en Twitter que esto era necesario ya que “la historia de la Procuraduría General de la Nación se parte en dos, una antes y otra después de Alejandro Ordóñez”.

En eso puede que tenga razón pero en el sentido contrario, puesto que Ordóñez le hizo un gran daño a la legitimidad de las decisiones de ese ente de control y fue destituido por el Consejo de Estado por el “yo te elijo, tú me eliges”.

La decisión del alto tribunal se sustentó en que la mayoría de los magistrados de la Corte Suprema que lo ternaron y, posteriormente, de los senadores que votaron por él tenían familiares trabajando en la Procuraduría.

Corrupción.

Pero Ríos Correa no vio eso a la hora de quererlo declarar hijo ilustre de Antioquia. Posiblemente porque para él esas cosas no son tan graves ya que pertenece al grupo político de los Suárez Mira, de Bello.

Un recorrido rápido por esta familia arroja lo siguiente:

Óscar Suárez Mira fue alcalde en 1995 y condenado por los delitos de concierto para delinquir agravado y enriquecimiento ilícito. Actualmente se encuentra prófugo de la justicia.

Su hermana Olga, hoy senadora por el Partido Conservador, fue alcalde en 2004 y también ha sido investigada por relaciones con paramilitares. 

Y César Augusto, el tercer hermano y actual alcalde elegido, fue capturado por agentes del CTI el 2 de diciembre en su despacho de la Alcaldía, por fraude procesal y falsificación material en documento público, en relación con la adulteración de su título de bachiller. 

Aunque la evidencia en contra del señor César Augusto es contundente, el proceso se ha demorado y fue transferido a Bogotá sin ninguna clara justificación para ser reasignado.

Hay que vigilar ese caso para que no se dilate y termine como muchos otros en libertad por vencimiento de términos. Pero ese es otro tema.

Volviendo a los vínculos del diputado que quería homenajear a Ordóñez, es importante recordar que su jefe de debate durante la campaña a la Asamblea fue el representante Germán Blanco Álvarez, quien es el estratega y el puente entre los Suárez Mira y los alcaldes y concejales de su estructura política. 

Pese a que la Asamblea votó en contra del homenaje para Ordóñez propuesto por el diputado Ríos Correa, este improvisó un homenaje en el restaurante Mondongos de Medellín donde, sin la Asamblea de Antioquia, el destituido exprocurador recibió un collar alternativo de arepas por su presunta antioqueñidad.

¿Por qué tanta amabilidad de Ríos Correa con Ordóñez?

Seguramente por ordenes de sus patrones políticos que le deben un gran favor al destituido exprocurador. Mientras Ordóñez estuvo en la cabeza del Ministerio Público defendió la inocencia de los Suárez Mira, pese a que la justicia ordinaria determinó otra cosa.

Un caso en donde no queda duda que Dios los hace y ellos se juntan.
EL HONORABLE EXSENADOR BULA

Alfredo Molano Bravo

El honorable exsenador Bula es un gran discípulo: sabe borrar, al costo que sea, todo trillo; no deja huella y endosa a sus subalternos las que se le quedan por ahí olvidadas por su soberbia. Y como es un bandido profesional, es también un sapo que está cantando y tiene embrollados a tirios y troyanos, a sus amigos y enemigos. Lo de Odebrecht es el último caso, porque el hombre tiene su historia y es tan hábil y tan cínico como Popeye –el sicario de Pablo Escobar–, con quien habría podido ser otro de los organizadores de la manifestación del sábado.

La Procuraduría lo tiene entre ojos por el robo de tierras en Montes de María y otras regiones, problema que tiene historia y que rebasa su rollo y el de sus compinches. Comienza con una repartición de tierras y la fundación de pueblos (San Pelayo, Cereté, Lorica, Ciénaga de Oro) hecha por Antonio de La Torre y Miranda a fines del siglo XVIII, reformas que crearon buena parte del campesinado libre de Córdoba, Sucre, Bolívar. Eran buenas tierras que compartieron con los terratenientes como medieros, arrendatarios y concertados. Hasta que un siglo después se cansaron de tanto abuso y se rebelaron.

Fundaron la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos (ANUC), cuyo lema fue “La tierra es para el que la trabaja”. Surgieron las primeras bandas de sicarios armados por terratenientes, que después, cuando aparecieron las guerrillas, formaron los grupos de paramilitares al mando de los hermanos Castaño, de Cadena y de Juancho Dique. Impusieron su orden a sangre y fuego: 56 masacres y 20.677 personas se vieron obligadas a desplazarse. Las tierras campesinas quedaron abandonadas, los ranchos quemados. La fuerza pública miraba impasible.

Entonces corrió la bola de que las cosas se quedaban así, que había llegado la Seguridad Democrática; de los bancos se fugaron datos sobre hipotecas, y muchos campesinos, arrinconados por ambos lados, optaron por vender. La hora de los testaferros, los comisionistas y los vivos como Bula y el gordo García había llegado. A comprar tierras a como diera lugar. En las notarías se hacía cola para firmar escrituras con unos personajes grises que la gente apodó los Cachacos, pero que eran en general paisas. Grandes empresas compraron miles de hectáreas a campesinos dueños de predios de cinco a 20 hectáreas. La Agropecuaria Carmen de Bolívar del Urabá, de don Guillermo Gaviria, dueño del periódico El Mundo; Agropecuaria El Génesis; Agropecuaria Montes de María; Empresa Invesa, de Ricardo Sierra Moreno, uno de los ‘cacaos’ de Antioquia, fundador de la empresa Distrihogar; Tierras de Promisión S. A.; Bernardo Hoyos, gerente del Comité Central de Ganaderos de Búfalos; Cementera Argos, y Agropecuaria El Central, cuyo representante era Otto Nicolás Bula Bula, el segundo renglón del senador Mario Uribe, primo del expresidente Álvaro Uribe.

La Procuraduría les ha puesto el ojo a unas 1.800 hectáreas del señor Bula adquiridas después de la creación de los Comités municipales de atención integral a la población desplazada, que tienen la facultad de declarar una región en estado de desplazamiento y por tanto congelar la compra y la venta de propiedades. Lo complicado es que muchos campesinos no tienen título registrado sino cartas-venta, condición que se presta para todo tipo de trapisondas.

Bula tiene tres grandes predios emproblemados: Barcelona, de 500 hectáreas, que hace parte de fincas tituladas por el Incora a campesinos, la mayoría con restricción de compra-venta; en otros las ventas fueron a ruego y los firmantes fueron llevados a la notaría por Bula. Predio La Cuba, de 1.010 hectáreas que las víctimas consideran simplemente robadas por el exsenador. Predios Puerto Rico, La Florida, Oso Negro, con 300 hectáreas. Los vivos hacían que el comité emitiera esas autorizaciones en el aire y muchas veces ni siquiera las notificaban a los campesinos que vendían. Estas vueltas y colaboraciones, o catorces, no se podían hacer sin ayuda de funcionarios y por eso están embollados Alberto Jacinto Vázquez, notario de San Jacinto, y doña Ana Güete Herrera, exregistradora de instrumentos públicos. También Argos y la Agropecuaria Montes de María están en juicios de restitución en la vereda La Larga de Tumaradó, municipio de Turbo, Antioquia.

Bula puede ser uno de los hombres más prósperos de Córdoba y, con lo de Odebrecht, de los más ricos del país. Una vez más queda claro que la guerra protegida por el poder político es un gran negocio.

LA SEMÁNTICA DEL UBÉRRIMO

Javier Ortiz

Darles nuevos significados a las palabras ha sido siempre una muestra de los acelerados cambios de la humanidad y de la necesidad de adaptar el discurso a la realidad de la época.

El término cimarrón, por ejemplo, durante mucho tiempo hizo alusión al ganado mostrenco, que se escapaba de su condición doméstica, se internaba en los montes y se volvía salvaje. Cuando empezó a llamárseles así a los esclavizados en fuga del control de sus amos, era una manera de recordarles su situación de inferiores y de compararlos con animales. Hoy, por el contrario, usar la palabra cimarrón es evocar la construcción de una tradición de lucha y resistencia política, y dudo mucho de que cuando se escucha esa expresión en una reunión de líderes negros alguien piense en vacas y caballos.

Resemantizar, le dicen los especialistas a los cambios semánticos a propósito de las nuevas realidades. Nadie ha contribuido más con esta tarea en Colombia en los últimos años que Álvaro Uribe Vélez. De la misma forma en que pocos pensarían en ganado cuando se dice cimarrón, estoy seguro que casi nadie pensará en un “dulce hecho con fruta cocida con azúcar”, cuando se menciona la palabra mermelada. Desde los tiempos en que Laureano Gómez jugaba con las palabras y sus significados durante sus intervenciones en el Congreso de la República, nadie lo ha hecho más que Uribe Vélez.

Sin embargo, quizá en lo poco que acertó fue en lo de la mermelada. En el resto de sus incursiones semánticas las palabras pretenden redefinir una realidad que no existe. Combinó las nociones de centro y democracia para nombrar a un partido político ubicado en las antípodas de lo que sería el centro y lo democrático, cuando sabemos que su inteligencia populista no calza en la mesura de los centros, porque lo suyo definitivamente son los extremos.

Y se atrevió a llamar resistencia civil al movimiento de oposición al proceso de paz con las Farc, cuando en su gobierno la palabra resistencia le producía escozor y se cansó de calificar a los integrantes del movimiento social en Colombia como “hablantinosos” –otra joya de su gusto lingüístico– aliados de la subversión.

Los acólitos siguen a pie juntillas sus invenciones. El año pasado en una de las tantas fiestas del Hay Festival en Cartagena, me encontré con un exsenador amable y buen conversador, condenado por parapolítica, cuya carta de presentación fue decirme que él era un perseguido político. Se me vino a la mente Trotsky, hostigado hasta su muerte por el estalinismo y los intelectuales españoles exiliados en América Latina por la Guerra Civil. También Uribe le ha dado un nuevo significado a esa expresión histórica, de modo que muchos de sus antiguos aliados no serían delincuentes en fuga, sino exiliados políticos.

Ayer convocó a una marcha con la que parecía redefinir la noción de corrupción. En estos tiempos en los que se llama postverdad a la construcción de falsos rumores políticos, y en los que se ha comprobado que difícilmente podrán meterlo en la cárcel, como parece querer medio país, quizá habría que proponer al semántico de El Ubérrimo para miembro de la Academia Colombiana de la Lengua.

SEMANA

EL PORSCHE DEL CORONEL
Daniel Coronell
Lo más curioso es que Hugo Aguilar había salido de la cárcel –declarando que estaba en la pobreza– apenas dos meses antes de importar el biplaza: el 5 de mayo de 2015.

La mayoría de las veces los reporteros de investigación tienen que seguir por meses pistas inciertas que con frecuencia no llevan a ninguna parte pero de vez en cuando –muy de vez en cuando- la casualidad les hace un regalo inesperado. La abogada y periodista Diana Saray Giraldo, subdirectora y columnista del diario Vanguardia Liberal de Bucaramanga, lleva años investigando y documentando la corrupción política en su departamento. Gracias al trabajo suyo y de su equipo se han destapado muchas corruptelas en Santander.

Hace pocos días transitaba por las calles de la ciudad cuando pasó a su lado un ruidoso vehículo cuya presencia era imposible de ignorar. Se trataba de un Porsche convertible color caoba metalizado. Un carro avaluado en cerca de 350 millones de pesos que se robaba todas las miradas. Diana, siguiendo su olfato noticioso, sacó el celular y disparó tres veces la cámara. Dos de las imágenes siguen inéditas. 

La primera foto –que Diana publicó en su cuenta de twitter- revela la identidad de quien iba detrás del volante. Se trata del coronel Hugo Aguilar cuestionado ex gobernador de Santander y uno de los dueños políticos de la región.
Aguilar fue condenado a nueve años de prisión por sus nexos con los paramilitares pero salió mucho antes por cuenta de esa eficaz aritmética que opera en Colombia para calcular las condenas de los poderosos. La justicia también le impuso una multa de 6.300 millones de pesos para indemnizar a sus víctimas. Él alegó que no podía pagar la multa porque ni él, ni su familia, tenían recursos. Argumentó que su único ingreso era su jubilación de la Policía “De acuerdo con mis capacidades económicas (…) basado en mi pensión pago 500.000 pesos mensuales”. 

Lo increíble es que una persona de recursos limitados pueda transportarse en un carro tan costoso. Y aquí viene la revelación de la segunda foto de Diana.

El raudo Porsche Boxster quedó atascado en el tráfico de Bucaramanga y Diana pudo ver su placa: IIY 545 de Bogotá. 

El certificado de tradición del descapotable registra que fue importado a Colombia el día 17 de julio del año 2015 por Hugo Heliodoro Aguilar Naranjo. Lo más curioso es que Aguilar había salido de la cárcel –declarando que estaba en la pobreza- apenas dos meses antes de importar el Porsche: el 5 de mayo de 2015. 

Los documentos también prueban que Aguilar traspasó el título de propiedad del carro en agosto del año pasado aunque sigue en su poder. Ahora el Porsche figura a nombre de Yeison Albeiro Sáenz Plazas. Yeison es un ingeniero que terminó su carrera hace menos de tres años, que no tiene ninguna otra propiedad a su nombre y cuya dirección registrada es un modesto apartamento arrendado en un barrio de estrato 4 en Cúcuta. 
PAZ
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EL PODER DE LA CALLE

Nicolás Rodriguez

En una columna de opinión el exvicepresidente Francisco Santos, dando ejemplo de civismo cínico (en otra ocasión pidió electrochoques para los estudiantes que insistieran en movilizarse) salió a defender la marcha.

Con una empalagosa cantidad de auto referencias históricas, explicó que en los noventas otras marchas y convocatorias contra las Farc, el Eln y los paramilitares fueron decisivas. Se refería en concreto al exitoso trabajo de la fundación País Libre y al clamor generalizado del año 1996 contra la práctica del secuestro. “Por eso, porque sé lo que es el poder de la calle, jamás invitaría a no marchar”.

Es posible que las marchas le hubiesen dado un poder simbólico considerable a la movilización ciudadana y las posibilidades de la paz en tiempos particularmente violentos. Por ahí mismo fue que se nos coló unos años después Pastrana y se les dio inicio a las negociaciones del Caguán. En el papel e incluso si los críticos de oficio las consideran completamente inocuas, las marchas por la paz tienen un componente democratizador. Vale.

Lo que no está claro es el espíritu selectivo e incluyente con el que recuerda el exvicepresidente sus épocas de activista. No todas las marchas van a dar a un punto fijo. Muchas son reprimidas. Esa ha sido en buena parte la costumbre. Otras simplemente son obviadas. Y unas más son cooptadas. País Libre ayudó a poner en la agenda mediática y política el tema del secuestro, pero también incentivó la apropiación de espacios que le eran vitales a los que marchaban por ese y otros motivos.

En los noventas, cuando no eran claras las posibles diferencias entre victimizaciones, los delitos de la desaparición forzada y el desplazamiento no contaban por igual. El lenguaje de los derechos humanos, la invasión de las oenegés, el activismo de base y la atención internacional ayudaron a etiquetar la violencia que provenía de diferentes fuentes armadas con categorías nuevas. Los avances en el reconocimiento del drama que se vivía en las regiones fueron considerables, pero no suficientes.

El slogan del ¡No más! con el que quedaron centralizadas las apuestas por la paz en los noventas también redujo los intereses de muchas personas a un problema exclusivo de la guerrilla y su sordo favoritismo por el secuestro. Entre tanto, otras agendas políticas de reforma social fueron opacadas. En fin, cuando el exvicepresidente afirma conocer el poder de la calle hay que creerle. No habla en nombre propio pues es un vocero autorizado del uribismo y la oposición a las negociaciones de paz. No está diciendo que la calle tenga poder, en genérico. Está afirmando que sabe cómo usarlo y para qué es.

POLITICA
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EL ESCALAMIENTO DE LA DERECHA

Piedad Bonnett

Cuando escribo esta columna no puedo saber aún qué tan concurrida estuvo la llamada marcha contra la corrupción convocada por el exprocurador Ordóñez y el Centro Democrático. Lo que sí sé es que es otra forma que encuentra el uribismo de manipular los sentimientos de los colombianos, indignados por los niveles de corrupción. Una marcha que daría risa si no fuera escandalosa, porque no hay quienes tengan un rabo de paja más grande que los dirigentes de ese partido.

Pero ojo: este no es sino un episodio más de la escalada de la derecha, que aspira a tomarse el poder en 2018, y que de llegar a hacerlo lo primero que haría sería echar por la borda los acuerdos del proceso de paz. Una derecha que se ensancha y se diversifica. La de Uribe y la del exprocurador (el computador acaba de corregir poniendo “predicador”) resulta abultada por las huestes de los pastores cristianos, retardatarios capaces de inventarse la ideología de género, y algunos de ellos verdaderos fanáticos o manipuladores de sus comunidades con intenciones más económicas que religiosas. A esa misma derecha recalcitrante acaba de sumársele un nuevo partido conformado por exmiembros de la fuerza pública, y cuyo nombre, Patria nueva, ya es un indicio de nacionalismo —en una época en la que el populismo de derecha y de izquierda lo está usando como arma electorera— y de su cercanía con el expresidente Uribe —a quien se le llena la boca hablando de “patria”—, con quien “no descartan una alianza”. El general Mendieta, uno de sus voceros, por lo menos es claro cuando dice que sienten “afinidad con quienes se ubican en la llamada centroderecha”, aunque lo de centro está por verse.

A la derecha también pertenece Germán Vargas Lleras, que probablemente haga alianza con el Centro Democrático, a donde su olfato político lo conduce porque no ve mejores posibilidades. Vargas Lleras aspira al poder gracias a la frenética tarea de construir infraestructura, algo que gusta mucho a los gobernantes autocráticos y que no estaría mal si hubiera sido realizado como misión del gobierno y no como precampaña electoral sin reatos, que culminó en solapado lanzamiento de campaña. Vargas Lleras tiene la ventaja de haber dado prebendas a políticos de todas las regiones, y explota, además, el deseo primario de mano dura, que él ejemplificó tan bien cuando le dio el cocotazo a su guardaespaldas. A los intereses de la derecha también ayudan muchos periodistas y algunos de los grandes medios, uno de los cuales acaba de nombrar como director de su noticiero a Hassan Nassar, que hace alarde de su ingenio en Twitter: “Cirujanos en COL piden trasplante urgente d huevas d Uribe a Santos” (grafía textual).

La escalada de la derecha puede explicarse de muchas maneras: terror a las Farc haciendo política (y a personajes populistas y autoritarios como Petro, la promesa chavista); vientos desatados por Trump, Marine Le Pen, et alia; y las torpezas del Gobierno, que incurre también en populismos bobalicones, como proponer voto a los 16, o indulto masivo de presos por la llegada del papa. Todo es más complejo, por supuesto, pero hay una cosa clara: las fuerzas progresistas del país tienen que buscar un líder que conjure la derecha.

¿REFORMA ELECTORAL A LA BRAVA?

Daniel Mera Villamizar

La Misión Electoral pactada con las Farc no iba a conseguir consenso en dos meses y el Gobierno insiste en usar fast track.
No se necesitaba mucha perspicacia para escribir "Esta reforma electoral no tiene cómo salir bien" (28/enero/2017), pero sí una conducción errática del gobierno para superar el pronóstico escéptico de esta columna.

Un mes después de la instalación de la Misión Electoral, el ministro Juan Fernando Cristo salió con unas propuestas de reforma político-electoral para distraer la atención sobre Odebrecht y, de paso, confundir a la opinión pública interesada en el informe de la Misión. "El voto obligatorio y el voto a los 16 tienen que ver con el punto dos de La Habana para mejorar la política", alcanzó a decir. Algunos analistas se lo tomaron en serio. Por un par de días también se habló de la eliminación de la Vicepresidencia y la ampliación del periodo presidencial, a sabiendas de que era un 'globo' de Cristo.

La semana pasada se conocieron las líneas gruesas de la propuesta de reforma electoral de la Misión, y todavía se oyen gritos en el cielo. La Silla Vacía tituló: "¿Misión (Imposible) Electoral?". Ciertamente, elevar el número de congresistas y remplazar la Registraduría no parecen buenas ideas, pero todas las recomendaciones de la Misión podrían discutirse con calma, si no fuera porque el Gobierno se comprometió con las Farc a hacer una reforma electoral, es decir, ahí estamos vendidos.

En efecto, mediante el literal n del punto 6.1.10. del Acuerdo Final, el Gobierno se obligó a presentar al Congreso "reformas constitucionales y legales relativas a la organización y régimen electoral con especial atención sobre la base de las recomendaciones que formule la Misión Electoral", bajo el régimen del fast track (extendido a un año), es decir, bajo el régimen del politburó de seis (tres de las Farc) que deciden qué puede aprobar el Congreso.

Ante las reacciones adversas, "el Gobierno le propuso a la Misión Electoral Especial que ajustara sus propuestas para encontrar consensos entre los partidos y evitar que las reformas se hundan en el trámite, que debería comenzar en abril", informa La Silla. Lo que debemos proponerle a la Misión es: "hagan todas las recomendaciones que quieran, pero, por favor, que la primera gran recomendación sea: no tramiten una reforma electoral improvisada por un mecanismo carente de legitimidad".

Pero el Gobierno ni con un salvavidas así desistiría de una reforma electoral que no sabe bien qué contiene, solo por temor a las Farc. En la conclusión de la presentación que hizo la Misión en Cartagena se lee: "La indispensable necesidad de acuerdos. El éxito del modelo planteado se funda, en medida importante, en la legitimidad de la reforma que le dé origen". Si es irresponsable improvisar la mayoría de estos cambios para que operen en 2018, ¿por qué no hacerlos bien para el 2022? ¿Por qué a la brava? No somos ni seremos la Venezuela que hoy entristece.

En cualquier caso, la Misión Electoral Especial debería publicar las actas de sus deliberaciones. Aunque se precia de ser "completamente independiente", su origen invita a un análisis académico detallado. El Gobierno y las Farc acordaron que seis de los siete integrantes de la Misión serían seleccionados por cuatro instituciones: el Centro Carter, los departamentos de Ciencia Política de las universidades Nacional de Colombia y de los Andes, y el Instituto Holandés para la Democracia Multipartidaria (NIMD). El séptimo es un representante de la Misión de Observación Electoral (MOE). 

Ellos están en medio de un juego delicado para el régimen político colombiano y, como entenderán, inevitablemente serán estudio de caso.

EL ALACRÁN DE VARGAS

Felipe Zuleta Lleras

Conozco hace muchos años a periodista y escritor Mauricio Vargas. Si bien no he sido su amigo, sí he seguido su trayectoria profesional desde su paso por el Ministerio de Comunicaciones durante el gobierno del expresidente Gaviria.

Columnista, historiador y asesor serían las tres palabras que definen a Mauricio. He leído algunos de sus libros, entre ellos Memorias secretas del revolcón, que detalla la intimidad de lo que pasaba en la Casa de Nariño durante el gobierno de Gaviria. Siempre pensé que ese libro al final del día constituía una traición a la confianza que el presidente le había dado. Vargas tiene además una habilidad sorprendente y es que logra ejercer el periodismo y tener varias asesorías en comunicaciones y manejo de crisis.

No soy nadie para juzgar la conducta ética de mis colegas, pero lo mínimo que uno puede hacer es contarles a sus lectores qué intereses representa. Por ejemplo, hoy por hoy asesora, entre otros, al grupo Aval del doctor Luis Carlos Sarmiento. Eso no tendría nada de malo si Vargas lo dijera a sus lectores que lo buscamos ansiosamente los domingos en El Tiempo.

El hecho de ser asesor no lo descalifica como estupendo periodista, pero siempre es aconsejable que quienes lo leemos con interés nos enteremos de sus eventuales conflictos de intereses. Me pregunto si Mauricio, en esta asesoría que le da a sus asesorados del grupo Aval, les da los consejos que necesitan o más bien los mismos atienden a sus propios intereses.

A manera de ejemplo, Mauricio critica al Gobierno, y está en su derecho de hacerlo, pero podría contarnos a sus lectores si tiene directa o indirectamente contratos con el Estado. Podría tenerlos a través de la empresa en la que trabaja su novia (Agencia Detonante de Emociones). ¿Se beneficia de ellos? Eso no lo sé. Lo cierto es que su pareja sí y no en montos pequeños. Estos contratos, entre otros, los otorgó la Vicepresidencia, es decir, Germán Vargas Lleras.

Mauricio es hoy por hoy uno de los asesores de Vargas Lleras y beneficiario de sus inmensos favores. Él se ufana entre sus amigos de a quienes asesora. Estoy seguro de que Vargas Lleras confía en su asesor y actúa de buena fe, pero bien haría en conocerlo mejor, ya que como asesor Mauricio es talentoso, experto y, sobre todo, tiene una capacidad inmensa de convencer a sus clientes de todas sus teorías, que no siempre obedecen a los intereses de sus asesorados.

Es además inmensamente inteligente, tiene una capacidad asombrosa de montar hipótesis para todo, y aun cuando puedan ser disparatadas, siempre parecen sensatas.

Otra de las características de Mauricio es que suele hacerle creer a la gente que constantemente tienen la razón. En el fondo no cree en eso ni le concede méritos a nadie, salvo a sus clientes (mientras lo son) y a sus amigos cercanos. Es camaleónico y su lealtad es a veces cuestionable. Por supuesto que Vargas Lleras lo sabrá más temprano que tarde, pues ya tiene su propio alacrán.

LOS MENSAJES DE LA MARCHA

Darío Acevedo Carmona

La marcha nacional adelantada en varias ciudades del país y del exterior por convocatoria de distintas fuerzas y movimientos políticos, agrupaciones cristianas, líderes ciudadanos, exmagistrados, sindicatos y movimientos cívicos tuvo una concurrencia multitudinaria y debe ser apreciada como una legítima manifestación de descontento y protesta, mecanismos contemplados en nuestra Constitución.

A la colorida, alegre y variopinta jornada asistieron personas de muy diversa condición social, económica, religiosa, partidista, ideológica, de género, raza y edades, siendo un mentís a quienes la estigmatizaron y descalificaron tildándola de ser una maniobra de los amigos de la guerra, de fascistas nostálgicos del poder, de gentes intolerantes y violentas.

La gran prensa oficialista, agradecida con un gobierno que la ha subsidiado con elevadas pautas publicitarias intentó, en vano, desacreditarla atacando como de costumbre al expresidente Uribe, tan solo uno aunque el más sobresaliente, de sus promotores. Fracasó la trillada apelación al san Benito de excusar los yerros y la corrupción del señor Juan Manuel Santos en los supuestos grandes pecados del exmandatario.

Varias cosas van quedando en claro para las fuerzas promotoras de la marcha. Digamos que las consignas agitadas referidas a una variada gama de problemas -la corrupción del gobierno Santos, la violación de la Constitución, el entreguismo a las Farc, la docilidad del gobierno con los países donde impera el modelo castro-chavista, las mentiras de Santos, la reforma tributaria, el desbarajuste institucional, la impunidad para criminales de guerra, la humillación de las Fuerzas Militares y muchas otras que no caben en este escrito- constituyen el ámbito de la unidad.

Los dos ejes centrales en las consignas de los marchistas que exigían la renuncia de Santos fueron las relativas a su política entreguista de paz y la corrupción oficial. Digamos que en torno de estos asuntos las fuerzas involucradas dieron un paso muy significado en la consolidación de una amplia alianza opositora con proyección hacia las elecciones para Congreso y por la Presidencia en el 2018. Ese acercamiento que se había logrado muy espontáneamente alrededor de la campaña por el NO en el plebiscito del 2 de octubre se mantiene y se afirma en medio de una gran acogida ciudadana.

De la marcha debemos destacar su alto grado de civismo, a diferencia de las que son citadas por tendencias extremistas y populistas que degeneran, casi siempre, en enfrentamientos con la policía, desmanes, destrucción de vidrieras, cajeros electrónicos, insultos, escupitajos y provocaciones al ESMAD.  

Ningún miembro de las fuerzas del orden fue mancillado o agredido, no hubo un solo hecho de violencia o conductas que lamentar, las gentes acudieron en familia, hombres, mujeres, jóvenes, viejos, de todas las condiciones sociales, unidos en el rechazo a la impunidad, a la desinstitucionalización, a la corrupción gubernamental y por la renuncia de Santos, el principal responsable de la desastrosa situación que vive hoy el país.

Nadie se tapó su rostro, nadie invocó la fuerza o la violencia, nadie llamó a la guerra, nadie clamó por un golpe de estado. Un comportamiento bien opuesto al impulsado en los bloqueos de Transmilenio en la capital por las huestes de un  exalcalde que apela a métodos propios del fascismo para alcanzar su meta de tumbar al alcalde bogotano.

Los manifestantes de la marcha, en paz y en orden, dieron testimonio de su preocupación por el quiebre de las instituciones, por la ruptura de la separación de poderes, por la creación de la monstruosa Jurisdicción Especial de Paz y por tantos otros valores y leyes puestos en peligro por un gobierno al que se le criticó por mentiroso, por entreguista y por corrupto.

Esta marcha deja enseñanzas importantes, por ejemplo, que la aplanadora oficial ha llegado al límite de su vigencia. Los escándalos en el oficialismo están produciendo fisuras y grietas internas de suerte que es muy probable que la Unidad Nacional arribe a las elecciones del 2018 en un alto nivel de atomización, en cambio, los impulsores de la protesta dieron muestras de poder erigirse en una seria alternativa de poder enarbolando las banderas de retomar el rumbo, recuperar la primacía del Estado en el establecimiento de la paz, restablecer la separación de poderes, salir del caos institucional y proponer políticas  conducentes al mejoramiento de las condiciones de vida de los sectores más desvalidos de la sociedad.

El mensaje que queda, así le pese a frágiles demócratas que se asustaron con la protesta y quisieron sabotearla, es que la nueva alianza política nacida con ocasión del plebiscito de la paz, ha dado un salto para asumirse como una opción con vocación de poder.

CODA: El golpe de estado del gobierno chavista de Maduro en Venezuela puede ser visto en doble pantalla. En una, podemos ver la expresión del miedo de quienes, como la facción más dictatorial liderada por Diosdado, ven su única salida en la represión. Y en la otra se puede apreciar el declive inexorable del modelo castrochavista. Ojalá los colombianos sepamos extraer las debidas conclusiones.

EL VICEPRESIDENTE
SEMANA

LA ADIVINANZA DE LA ESFINGE 
Antonio Caballero

Hace unos años lo definí con una frase de Churchill: es una adivinanza envuelta en un misterio dentro de un enigma

La función del vicepresidente consiste en sustituir al presidente. Así ha ocurrido en Colombia varias veces cuando ha existido la figura: por ejemplo, el general Santander sustituyó durante siete años al Libertador Bolívar, hace dos siglos, y el doctor Carlos Lemos reemplazó durante ocho días al presidente Samper, hace 20 años.

También se han dado relevos más abruptos, como el del golpe de Estado que el vicepresidente Marroquín le dio a su presidente Sanclemente a principios del siglo XX. Si llegara o llegare el caso ¿a qué modelo correspondería la sustitución del presidente Juan Manuel Santos por el general Óscar Naranjo, que acaba de ser elegido por el Senado vicepresidente de la República?

Es difícil saberlo. Naranjo, general retirado de la Policía, es el hombre más inescrutable de la política nacional –empezando por el hecho de que cada vez que ha ocupado una alta posición política ha empezado por aclarar que él no tiene pretensiones políticas. Hace unos años, con ocasión de uno de esos nombramientos, lo definí en esta revista usando la descripción que en su tiempo dio Winston Churchill de la Unión Soviética: “Es una adivinanza envuelta en un misterio dentro de un enigma”. Nadie sabe qué sabe Naranjo, ni qué piensa. Él no dice nunca nada, y se limita a sonreír casi imperceptiblemente: no hay una sola fotografía suya en la que no aparezca con su media sonrisa ladeada y enigmática. El general Naranjo es una esfinge.

Naranjo es el hombre de los poderes secretos: el más temible personaje de un régimen, comparable al prefecto Sejano del emperador Tiberio o al ministro Fouché de Napoleón y los Borbones. Es el hombre que más información confidencial tiene en Colombia, no solo por sus cargos en la Policía –en la cual fue jefe de inteligencia y contrainteligencia, además de director general– sino porque heredó toda la información de espionaje legal e ilegal acumulada por el DAS cuando este fue disuelto en 2011 y el general tuvo a su cargo la puesta en marcha del organismo que lo sucedió, la Dirección Nacional de Inteligencia. Hombre de absoluta confianza de Uribe, quien lo puso a la cabeza de la Policía saltándose a nueve generales de mayor antigüedad, y hoy dice de él que, aunque no lo acompaña en su elección porque se lo impide “lo que ha ocurrido en el gobierno Santos”, le tiene aprecio; tanto a él, subraya curiosamente el expresidente, como a su familia. Hombre de absoluta confianza también de Santos, que dice de él que “es una persona cuya lealtad está a toda prueba”, que en tiempos de Uribe y como ministro de Defensa participó en sus nombramientos y que en los suyos lo ha ascendido a general de cuatro soles (el único que ha tenido la Policía colombiana), lo ha designado negociador con las Farc en Cuba y nombrado ministro para el Posconflicto, lo ha llevado a la junta directiva de su Fundación Buen Gobierno y ahora lo presenta como su nuevo vicepresidente. Y hombre de absoluta confianza también de la DEA norteamericana, que lo hizo miembro de su filial la International Drug Enforcement Association y lo promovió para el título honorífico de Mejor Policía del Mundo.

El general Naranjo parece no tener enemigos. Salvo uno: el sinuoso exministro uribista Fernando Londoño, que lo acusa de incendiario (del Palacio de Justicia, nada menos), de narcotraficante (en compañía de su hermano), y de encubridor de asesinos (los de Álvaro Gómez y los que le pusieron a él una bomba lapa y mataron a uno de sus escoltas).

Y un hombre así ¿carece de ambiciones presidenciales? Comenta el senador Antonio Navarro que la elección de Naranjo “trae un aire fresco de despolitización de la Vicepresidencia, que durante más de dos años estuvo al servicio de una candidatura presidencial”. Pero cabe preguntarse ¿y ahora ya no?

Tal vez el general no busque una candidatura, pues la ley lo inhabilita; y en este país de juristas hasta los golpes de Estado se dan dentro del respeto riguroso de la ley. Pero tal vez sí lo tiente una Presidencia. Que puede llegarle bien por golpe propiamente dicho, a la manera del vicepresidente Marroquín, o bien por retirada más o menos voluntaria del presidente titular. Aquí esos relevos se han visto muchas veces, producidos por toda suerte de motivos. Mencioné a Simón Bolívar, que dejó la Presidencia de Colombia (la Grande) para proseguir la guerra libertadora en el Perú. El general Obando la desocupó por cuartelazo. Mariano Ospina Rodríguez, por guerra civil. El general Mosquera, por derrocamiento incruento. El efímero Francisco Javier Zaldúa, por fuerza mayor: murió a los pocos meses de ocupar el cargo. De las cuatro veces que fue elegido Rafael Núñez se retiró dos, porque no le gustaba el clima de Bogotá. Miguel Antonio Caro también se retiró, aunque solo por un día. Al anciano Sanclemente lo retiró Marroquín por la fuerza. Reyes se fue a la mitad del periodo de diez años para el que había sido elegido, por hastío. Suárez abandonó el cargo por las acusaciones de corrupción. López Pumarejo renunció por una mezcla de conspiraciones y desprestigio. Laureano Gómez por enfermedad cardiaca, rematada por un “golpe de opinión” y un pronunciamiento militar. Rojas Pinilla por un paro bancario. Y tanto Carlos Lleras como López Michelsen estuvieron a punto de irse por una rabieta. En cuanto a Ernesto Samper, al final no se fue, como es sabido; pero muchos le pidieron que se fuera, incluido el actual presidente Juan Manuel Santos.

Así que debemos estar preparados para cualquier cosa. El general Naranjo es una esfinge.

VENEZUELA
EL ESPECTADOR
LA VOLTERETA

Lorenzo Madrigal

Sorprende ver al presidente Santos dándole finalmente la espalda al dictador Maduro, aleccionado porque todo el mundo entendió que la hora de defender los principios democráticos había llegado. Él, Premio Nobel de Paz, no podía quedarse atrás, aunque llegara tarde a la protesta.

Tuvo que olvidarse, tanto él como su meliflua canciller, del papel que venía ejerciendo Venezuela como facilitadora de paz; se vio forzado a entender que no era el dictador Maduro ni Roy Chaderton ni nadie de ese gobierno el mejor socio para su acuerdo de paz, como tampoco Cuba, autocrática y, por si fuera poco, comunista, el lugar más adecuado para adelantar negociaciones que conciliasen con nuestra democracia, perdurable en América, con todo y los defectos propios del sistema.

Sin duda las palabras altisonantes de la canciller venezolana y del embajador de ese país ante la OEA, ya insoportables para nuestros dignatarios, los hicieron reaccionar, así fuera tímidamente, corriendo el riesgo de desatar la furia del déspota.

“Esto ya desbordó todo límite”, masculló como si hablara para ella sola la canciller Holguín y el presidente, con voz un poco más audible, dijo que el asunto venezolano era ya intolerable. Bueno, regresaron los demócratas, los que no han debido irse del escenario político de las Américas. Escuchamos en el foro de María Jimena a Leopoldo López Gil, el padre del martirizado líder, reclamar la flojera de nuestras autoridades frente a los desafueros del vecino, cuando les desmantelaron las casas a nuestros compatriotas, las señalaron con una letra fatídica, se las destruyeron y los expulsaron de la frontera.

Todo se toleró, con miras a la preservación del acuerdo de paz, de claro tinte izquierdista, que habría de conseguir para el jefe de Estado el anhelado premio de Oslo, el cual le llegó finalmente como un salvavidas en el momento en que la opinión, consultada en plebiscito, le negó la aprobación de lo firmado anticipadamente.

Hoy no pudo menos de enrostrarle al de Caracas sus desvíos antidemocráticos, lo que tal vez incomode a la guerrilla que, en boca de Iván Márquez, ve el modelo venezolano como un ideal de proyecto político.

Ahí verá Santos cómo se sale del berenjenal de despotismo en que se metió, el cual a las luces del mundo resultó inadmisible por su injuria a la democracia y como él no podía quedarse atrás, acabó denunciándolo, bajo el peso del honor y de la medalla del también arrepentido Alfred Nobel.

***

Dijo en la radio Horacio Serpa que las personas de bien no concurrirían a la marcha del sábado, día en el cual escribo y cuyos resultados ignoro; defecto de concurrencia que bien pudiera haberse suplido con la asistencia de los comprometidos en el Proceso 8.000, que no fueron pocos.

LA SOLUCIÓN VENEZOLANA

Héctor Abad Faciolince

Luis Almagro, quien fuera por cinco años ministro de Relaciones Exteriores durante la Presidencia de José Mujica, ha sido siempre un amigo de la justicia y un defensor de los derechos humanos. Fue él quien recibió en Uruguay refugiados sirios y detenidos sin juicio de la sórdida cárcel de Guantánamo. A sus denuncias precisas como secretario general de la OEA se debe que hoy el mundo conozca mejor no solo la incompetencia, sino también las arbitrariedades y los horrores de la tiranía chavista en Venezuela. En su posición frente a Maduro ha dado muestras de valor e independencia.

Creo, sin embargo, que se equivoca al decir que “de una dictadura se sale por elecciones”. Por desgracia no suele ser así. Según la clásica definición de Karl Popper lo típico de la democracia es que en esta los gobernantes se cambian pacíficamente mediante elecciones. Lo que caracteriza la tiranía, en cambio —y este es el caso de Venezuela—, es que las elecciones se cancelan o se postergan indefinidamente, o bien, cuando estas se dan y no le son favorables, se desconocen o se anulan sus efectos. Quitarle las atribuciones al Congreso (Asamblea), como acaba de hacer el Supremo venezolano, controlado por el ejecutivo, es exactamente eso. Y si un gobierno tiránico no se deja cambiar a través del voto, entonces corresponde a los ciudadanos derrocarlo por otros medios.

Llevo más de diez años escribiendo sobre lo pernicioso que ha sido para Venezuela el régimen chavista. Los abusos y la corrupción de esa tiranía arbitraria, ladrona e inepta están más que documentados. Pero por desgracia en Venezuela la oposición también ha sido torpe, mezquina, pusilánime y, en muchos casos, lamento decirlo con esta dura palabra, cobarde. La tal “sensatez” de sentarse a negociar con un régimen que no negocia nada, ha producido una inercia del poder bolivariano que sigue hundiendo a todo un país en la miseria, en la delincuencia y en el hambre. Y los líderes de la oposición, cuando no se están peleando entre ellos por rencillas de comadres, se pasean por el mundo mendigando declaraciones en contra de Maduro.

Es difícil tener que admitirlo, pero a una tiranía así solamente la derroca la calle, el cacerolazo, la protesta pacífica, pero permanente e implacable, que no abandona la plaza hasta la caída del gobierno tiránico. Nunca hay que matar, pero hay situaciones en las que no hay más alternativa que sacrificarse, es decir, dejarse matar, con tal de no seguir soportando una situación totalmente indigna. En este momento el llamado al diálogo y a la calma son disfraces de la cobardía y más bien un llamado a resignarse al oprobio y a tolerar lo intolerable.

Ha llegado la hora de hablarle a la oposición venezolana con las palabras de Laurencia (que bien podría llamarse Elyangélica) en Fuenteovejuna: “¿Vosotros sois hombres nobles? / ¿Vosotros, que no se os rompen / las entrañas de dolor, / de verme en tantos dolores? / Ovejas sois, bien lo dice, / de Fuenteovejuna el nombre… / Liebres cobardes nacisteis; / bárbaros sois, no españoles. / Gallinas, ¡vuestras mujeres / sufrís que otros hombres gocen! /… ¡Y que os han de tirar piedras, / hilanderas, maricones, / amujerados, cobardes, / y que mañana os adornen / nuestras tocas y basquiñas, / solimanes y colores!”.

Sí, la oposición venezolana (ya del régimen me cansé de enumerar sus oprobios) ha sido floja y pasiva incluso para rebelarse y poner el pecho. Se sacrificaron Leopoldo López y unos cuantos más, es cierto, pero esos pocos ejemplos no bastan. La multitud de los humillados, ofendidos, burlados, despojados, no puede quedarse en la casa (y menos en Miami o en Bogotá) esperando a que un Trump o un Uribe los saquen del aprieto. Si buscan en los nefastos populistas de derecha la solución al nefasto populismo de izquierda, lamento decirlo así, están jodidos. Son los mismos venezolanos, que no tienen comida ni medicinas ni libertad ni dignidad ni nada, quienes tienen que derrocar a sus tiranos.

ANTE MADURO, UNIDAD

Luis Carvajal Basto

Mientras insistimos en “devorarnos”, lo que nos puede llevar a una situación como la que hoy tiene Venezuela, tenemos derecho a pedir un mínimo de razón a nuestra dirigencia ante una amenaza real.

Tanto el cierre de la Asamblea Nacional como la reversa del Tribunal Supremo que la “revive”, son síntomas de la pérdida de control de un gobierno  que ha perdido el rumbo. Acciones erráticas, como la provocación a Colombia, cuando un destacamento militar cruzó la frontera la semana pasada, demuestran que  Maduro se debate entre seguir mostrando un rostro democrático o avanzar en el camino de la dictadura.

El contexto de la economía venezolana es muy difícil y nuestros hermanos comienzan a afrontar una espinosa situación humanitaria. La respuesta de ese gobierno ha sido profundizar las crisis política e institucional, cosa que ha hecho desde que perdió las elecciones con la oposición. Vale recordar que la Constitución actual, las reglas que ahora está violando y remendando, fueron creadas por las mayorías Chavistas en los años dorados del petróleo a 100.

La ruptura del equilibrio constitucional, o sus remiendos, dejan la gobernabilidad fundamentada en el respaldo de las Fuerzas Armadas a los representantes de un sector de la población. A pesar de  formalidades, con o sin parlamento, ha revelado la verdadera tenaza  que hoy manda. Un gobierno  que se sabe perdedor de las mayorías y ya suspendió las elecciones regionales, frente al que la presión ciudadana, por lo pronto, es insuficiente para buscar una salida negociada, comenzando por un calendario de elecciones. Maduro tiene un ojo puesto en la situación interna y otro en la  presión de la comunidad internacional mientras espera un eventual mejoramiento en los precios del petróleo, lo que no se va a producir en el corto plazo. Sabe que hacer elecciones ahora, con tan mala situación, es un suicidio político.

El escenario mundial en que esto ocurre es casi inédito, un momento en que se están transformando  protagonistas y reglas. Mientras el retorno al proteccionismo de Estados Unidos e Inglaterra aumenta la incertidumbre, evidenciando cambios en el orden mundial, Europa intenta salir de su momento más difícil en 60 años. La oposición en Estados Unidos no para de invocar la intromisión Rusa en sus elecciones, abriendo la incógnita sobre la manera como actuarán en Venezuela. ¿Apostará Putin, de frente, por un contrafuerte a la situación Siria y obtener un factor de negociación para consolidar su posición en Crimea, lo que le permitiría, a la vez, fortalecerse en su país? ¿Hasta dónde llegará China, objetivo  de la nueva política comercial de  Estados Unidos y fuerte acreedor de Venezuela? ¿Seguirá siendo tan solidario el gobierno norteamericano  con las instituciones democráticas en países situados abajo del proyectado muro?

Mientras tanto en Colombia atendemos el asunto, y la amenaza que se cierne, en medio de una fuerte división política en un año preelectoral. Las acciones de Maduro han concitado, sin embargo, un consenso tácito sobre su carácter desaforado y dictatorial. El gobierno colombiano no puede hacer nada distinto a seguir solicitando una salida negociada mediante el dialogo, entendiendo que la situación mantiene tendencia a empeorar.

Un conflicto es impensable pero ante un gobierno dispuesto a jugarse sus restos con el cuento del enemigo externo, cualquier escenario debe ser considerado. El Presidente Santos debe convocar con urgencia a la oposición para encontrar   una postura unificada y razonable. Es lo mínimo que podemos esperar, sin olvidar  que se trata de nuestros propios hermanos. Más razón de Estado y menos politiquería, exige este difícil momento.

VENEZUELA ESTÁ OFICIALMENTE EN DICTADURA

Editorial

El paso que faltaba para que Venezuela institucionalizara una dictadura, lo dio el jueves pasado el Tribunal Supremo de Justicia (TSJ), que decidió arrogarse las funciones de la Asamblea Nacional (AN), en manos de la oposición, configurando así un autogolpe de Estado. Este hecho —que condenamos de manera enérgica— requiere la aplicación inmediata de la Carta Democrática de la OEA, como lo ha pedido su secretario general, Luis Almagro. Sin embargo, la gran mayoría de los países miembros mantienen su reticencia a hacerlo.

El tema es de excesiva gravedad. Se acabó con lo poco que quedaba del Estado de Derecho y el respeto a la institucionalidad democrática en el vecino país. De un régimen autoritario, en el que no se respetaban los derechos humanos ni la libertad de expresión, se restringían los espacios democráticos a la oposición y se utilizaban todas las argucias para postergar la realización de elecciones, se ha formalizado ahora la concentración efectiva de todos los poderes en manos del Ejecutivo.

En 2001 y bajo la gestión de César Gaviria al frente de la OEA, se aprobó una Carta Democrática Interamericana (CDI). La misma que se ha aplicado desde entonces en varias ocasiones y ahora no debería ser la excepción. El artículo 20 de la misma, como lo señala Almagro, no se presta para equívocos: “En caso de que en un Estado miembro se produzca una alteración del orden constitucional que afecte gravemente su orden democrático, cualquier Estado miembro o el secretario general podrá solicitar la convocatoria inmediata del Consejo Permanente para realizar una apreciación colectiva de la situación y adoptar las decisiones que estime conveniente”.

La oposición venezolana ha transitado un tortuoso camino en los últimos 18 años. Tras el absurdo del golpismo en sus inicios, entendieron que el único camino viable era la lucha democrática. A pesar de la represión, el encarcelamiento, las trabas jurídicas, el apabullante favoritismo del Gobierno y un largo etcétera, han persistido en la vía electoral. Cuando estuvieron a punto de lograr su objetivo, con el referendo revocatorio, el régimen manipuló hábilmente un supuesto diálogo dirigido a tomar del pelo a la Mesa de Unidad Democrática (MUD). ¿Cómo pueden exigir ahora el chavismo y la comunidad internacional que mantengan un diálogo que ha demostrado ser estéril y destinado a dilatar el desarrollo de elecciones libres, transparentes y con observación internacional?

No hay que olvidar que el TSJ se pronunció doblemente. Por un lado, quitándoles el fuero a los diputados de la AN, con lo cual pueden ser detenidos en cualquier momento, como lo ha anunciado el propio Maduro, alegando una supuesta traición a la patria. En la segunda decisión, ordenó que “mientras persista la situación de desacato y de invalidez de las actuaciones de la Asamblea Nacional, esta Sala Constitucional garantizará que las competencias parlamentarias sean ejercidas directamente por esta Sala o por el órgano que ella disponga, para velar por el Estado de Derecho”. Lo anterior con una finalidad política y económica, pues el Gobierno necesita validar ante la AN urgentes medidas financieras que no puede llevar a la Asamblea por considerarla en “desacato”.

La única solución viable es la urgente aplicación de la Carta para restablecer el orden constitucional, fijar un calendario electoral, liberar a todos los presos políticos y devolverle a la AN su independencia. En 1809 la Junta Tuitiva, en La Paz, Bolivia, dijo en su proclama: “Hemos guardado un silencio bastante parecido a la estupidez”. Sería muy lamentable que los estados miembros de la OEA se arrepientan a futuro por no haber utilizado un mecanismo que todos ellos aprobaron en conjunto, para evitar situaciones como la que atraviesa Venezuela.

Actualización: después del cierre de esta edición, el Tribunal Supremo anunció que invalidaba los dos apartes más polémicos de su decisión, el levantamiento de la inmunidad parlamentaria y el asumir las funciones de la Asamblea Nacional. Esto vino después de que el gobierno de Nicolás Maduro, bajo presión internacional e incluso de miembros del chavismo, como la Fiscalía General de Venezuela, le pidiera al Tribunal revisar su decisión. Henrique Capriles, líder opositor, expresó que eso no corrige el problema ni levanta los obstáculos para que el parlamento cumpla con sus deberes. Estamos de acuerdo, así como nos parece particularmente dañino para la democracia que el Ejecutivo pueda ordenar al poder Judicial revisar una decisión, después incluso de haberla defendido. El mensaje del editorial permanece: Venezuela tiene todos los síntomas de una dictadura. 

MADURAZO

Rodrigo Uprimny

No hubo tanques atacando las instituciones civiles, que era como se hacían antes los golpes de Estado. Pero en Venezuela hubo un golpe de Estado, que pretende ser judicialmente legalizado, pero que no por eso deja de ser una ruptura democrática.

La Sala Constitucional (SC), cooptada por los gobiernos chavistas desde hace años, tomó en pocos días dos decisiones que equivalen a la disolución de la Asamblea Nacional (AN), que es el Poder Legislativo venezolano y que fue elegida hace poco más de un año y en donde es mayoritaria la oposición contra Maduro.

La primera decisión prácticamente anuló una de las principales salvaguardas de la independencia del Poder Legislativo, que viene desde la llamada “Revolución Gloriosa” en Inglaterra en 1688. Es la “inmunidad parlamentaria”, que para proteger la libertad de los congresistas, establece que no podrán ser investigados judicialmente por los votos y opiniones que emitan en ejercicio de sus funciones. Pero la SC había dicho, en meses anteriores, que la AN había incumplido uno de sus fallos, por lo que estaba en “desacato” y todas sus actuaciones eran nulas. La SC señaló entonces, en la sentencia 155 del 28 de marzo, que los integrantes de la AN ya no gozaban de esa garantía, pues no estaban ejerciendo sus funciones. Y que como hicieron llamados a que la OEA interviniera en Venezuela, entonces podían estar cometiendo traición.

La segunda sentencia, que fue la 156 del 29 de marzo, señaló que, como la AN no podía funcionar (precisamente porque la propia SC la ha declarado en desacato y le ha impedido ejercer sus funciones), entonces la propia SC asumía las competencias legislativas de la AN, que podía ejercer directamente o delegarlas en otras autoridades, como el presidente Maduro.

El gobierno Maduro, por intermedio de la SC, ha disuelto en la práctica la AN y está amenazando a sus miembros, quienes podrían ser detenidos y juzgados por traición. Todo el poder quedó entonces concentrado en Maduro y la SC.

Esta ruptura democrática es muy grave y debe concitar nuestro rechazo y nuestra solidaridad con el pueblo venezolano, que está sufriendo una terrible mezcla de autoritarismo, miseria y violencia crecientes. Pero también debe llevarnos a reflexionar sobre cómo se llegó a esta situación. Y un factor esencial (no obviamente el único, pero uno muy importante) fue la erosión de la independencia del Poder Judicial, y en especial de su SC, que quedaron en manos de los gobiernos chavistas.

Eso no pasó de un día para otro, sino que fue una cooptación progresiva pero decidida. Y por eso pudo pasar inadvertida para muchos, en especial en los sectores progresistas, que no vimos la gravedad de lo que estaba ocurriendo. Los resultados explotan hoy y nos confirman una enseñanza vieja, resaltada por teóricos como Bobbio, y que sigue siendo actual: sin independencia judicial no hay Estado de derecho y sin Estado de derecho no hay democracia genuina. Algo que los colombianos deberíamos tener presente en este período de renovación de la Corte Constitucional.

FRONTERIZA

Tatiana Acevedo

Una noticia en la prensa de esta semana sentencia: “Manatí, el pueblo costeño tomado por migrantes de Venezuela”. Si se esculca hacia atrás entre la migración, el municipio de Manatí sobre las aguas del Canal del Dique y la frontera (entre la región, sus lluvias y ríos), es posible contar otra historia.

Hace algunos meses el gerente del Fondo de Adaptación anunció nuevos retrasos en la recuperación del Canal del Dique y predijo que concluirán en 2021. El Universal de Cartagena resumió la frustración en la región: “aunque sería mejor que las obras estuvieran listas antes, hay que estar vigilantes porque es posible que se atrasen más”. En diciembre de 2016 estas mismas poblaciones recibieron malas noticias pues un Juzgado falló a favor de la nación en la acción popular presentada por la ruptura del Canal del Dique. La ruptura en 2010 trajo la inundación del sur del Atlántico. Manatí y otros municipios denunciaron la responsabilidad del Estado, que no reaccionó a tiempo ante la inminencia de la catástrofe. El juez argumentó que todo se debió al fenómeno de La Niña, sin precedentes en la historia.

En la medida en que el agua fue evaporándose, absorbiéndose en la tierra después de la destrucción de las casas, de las cosas, del ganado, los cultivos y los peces, las ayudas llegaron. La investigación del profesor Alejandro Camargo narra los retrasos en las obras, que se demoraron dos años en empezar y cuenta que el camino de la recuperación fue empantanado. Camargo afirma que, pese a la millonaria inversión, algunas comunidades quedaron fuera de la “prosperidad para todos”. Desencuentros entre expectativas y proyectos decididos en Bogotá, abundante oferta de cursos y entrenamientos, pero escasez de subsidios para poner enseñanzas en práctica. Además de otras varias razones para el pesimismo, el endeudamiento de los campesinos de la zona hizo difícil el acceso a nuevos créditos para iniciar los proyectos productivos que el gobierno pregonaba.

Un gerente del Banco Agrario explicó a los campesinos que era imposible renunciar a las deudas y procesos legales. “Desafortunadamente”, afirmó, “el sistema de crédito colombiano nunca considera contingencias como la catástrofe que devastó su región. No hay nada que podamos hacer, incluso si quisiéramos. La única solución es pagar. Si usted no paga, el banco no confía en usted de nuevo”. El profesor Camargo analiza las estrategias de la población que, privada de créditos privados y estatales, recurrió a la maraña de redes (vigente por décadas) con Venezuela.

Lo cierto es que la destrucción sí tenía precedentes: hubo inundaciones por las mismas aguas en los mismos municipios en 1984, 1992 y 1995 (la desconfianza de los campesinos en el Estado y sus distintas promesas también tenía antecedentes). En épocas de bonanza en Venezuela migró la gente que mantuvo a flote a familias durante tiempos difíciles en Colombia. Con la crisis venezolana comunidades en todas partes de la frontera recurrieron a combinaciones de remesas y mercados negros de divisas para amparar el flujo de plata binacional que permitía su supervivencia en uno y otro país.

Así, no hay frontera delimitada, sino cientos de familiares, novios, socios y conocidos que, entre idas y venidas, llevan pasando trabajos mucho tiempo. No hay tampoco una “toma” venezolana del pueblo de Manatí. Lo que hay son caribes que llegan y vuelven a buscar futuro del lado colombiano de la frontera. Pues lo único que se “ha tomado” y se toma periódicamente el sur del Atlántico, son las aguas.

QUE NO HAYA LA MENOR DUDA DE QUE SE VA A REPETIR…

Mauricio Botero Caicedo

Lo que no se puede negar es que Maduro y los chavistas, no obstante su manifiesta incompetencia, acuden a fórmulas milenarias para mimetizar la dictadura y el mal manejo de la economía y de la política.

En primer lugar, al disolver la Asamblea por medio del vulgar e impúdico manoseo de las instituciones judiciales como el Tribunal Supremo, eliminan todo vestigio de democracia en Venezuela.

En segundo lugar, roban el erario y los recursos petroleros de manera inmisericorde, pero asegurándose de que en el reparto del botín estén incluidos aquellos que empuñan las armas.

En tercer lugar, para tenerle la barriga llena mientras lo distraen, le dan al pueblo pan y circo. El problema es que el pan cada día está más esquivo y el circo cada vez más triste y lánguido.

Finalmente, crean en el imaginario público enemigos externos, promoviendo simultáneamente conflictos fronterizos.

Colombia fue víctima hace unos días de esta última táctica. La semana pasada, soldados venezolanos armaron un campamento en territorio colombiano en Arauquita, en el departamento de Arauca. Los militares venezolanos, que alegan cumplimiento de órdenes superiores, instalaron un campamento e izaron la bandera de su país en territorio colombiano, alegando que eso es su territorio y que por eso no se iban. Campesinos del sector de Caño Jujú contaron que al sitio han llegado al menos 50 ciudadanos del vecino país para apoyar a sus militares.

Según informes de prensa, esta cantinflesca invasión fue desinflada por el presidente Santos por medio de una llamada a Maduro. Pero no nos equivoquemos: estos incidentes, cuya finalidad es distraer a los venezolanos de los gravísimos problemas que enfrentan, van a continuar. Y la próxima vez no a va ser tan fácil desactivarlo por medio de una llamada. No va a ser tan fácil porque la situación en Venezuela, por mala que sea, tiene todos los visos de empeorar. Venezuela depende en un 90 por ciento de sus ingresos del petróleo, y con unos pocos movimientos puntuales, el precio del crudo comienza una espiral descendente. El futuro de nuestro vecino es negro y esto es enormemente peligroso para Colombia y para los colombianos.

Apostilla: el reciente artículo del columnista de este diario César Rodríguez Garavito se preguntaba el porqué del silencio de muchos sectores progresistas latinoamericanos, incluyendo organizaciones de derechos humanos, sobre la extinción de la democracia y los derechos humanos en Venezuela.

Comedidamente me atrevo a responderle al doctor Rodríguez que el silencio tiene dos explicaciones: la primera es que buena parte de los llamados sectores progresistas y organizaciones de derechos humanos de España y el continente reciben o han recibido fondos de los chavistas. No hay que mirar más allá de Podemos en la península, partido supuestamente del más rancio progresismo, que recibió centenares de miles de euros para comprar tanto su silencio como su complicidad.

La segunda razón es el miedo que tienen esos sectores progresistas y organizaciones de derechos humanos, cuyas cuerdas vocales se paralizan cuando se imaginan que sus críticas pueden llegar a molestar. El doble rasero o estándar moral, tristemente es y siempre ha sido una de las características de la izquierda continental. Siempre y cuando las dictaduras totalitarias sean de izquierda, el silencio y la discreta complicidad son pan cotidiano.

LAS PARADOJAS DE LA ÉPOCA

William Ospina

El mayor mal del mundo contemporáneo es el proyecto neoliberal, que en 30 años confiscó y privatizó el capital social de las naciones, minimizó la labor de los Estados como protectores del trabajo y la familia, y como garantes del equilibrio social, y se esforzó por dejar en manos del lucro insensible un mundo donde ya la desigualdad era la ley.

Como en tiempos de la Revolución Industrial, cuando comenzaron las luchas de los pueblos contra el colonialismo, y cuando América Latina emprendió la insurrección contra el saqueo de los territorios y la arrogancia de las metrópolis, también en nuestra época América Latina ha sido pionera en la lucha contra el neoliberalismo, por la defensa de los pobres y los postergados del mundo.

En ese contexto surgió hace 18 años en Venezuela el movimiento bolivariano liderado por Hugo Chávez, a cuya sombra crecieron y se fortalecieron los movimientos alternativos en distintos lugares del continente. Chávez fue un hombre excepcional, un líder histórico, de cuna humilde y de tremenda visión geopolítica, cuyo proyecto fue satanizado por el modelo neoliberal mucho antes de que comenzara a intentar sus reformas.

Con la llegada de Chávez el pueblo venezolano vio por primera vez el rostro de la riqueza petrolera, que había sido usufructuada por las élites durante décadas. Los partidos Copei y Adeco habían acostumbrado a la sociedad venezolana a una política de subsidios que no estimuló la indispensable ética del trabajo, y que acostumbró a la democracia a un intercambio de subsidios por votos.

Este fue desde el comienzo uno de los peligros de la democracia chavista: ser rehén de los subsidios y no poder avanzar al ritmo adecuado en la estrategia de “sembrar el petróleo”, de invertir la renta petrolera en diversificación de la economía, autonomía de alimentos, cambio del paradigma energético, y fortalecimiento de un proyecto ciudadano solidario y crítico.

También conspiraban contra este propósito las enormes reservas petroleras. Es difícil soñar de verdad un mundo distinto cuando se depende demasiado del modelo económico actual. En un mundo donde el petróleo es el enemigo, la Helena de todas las guerras, y el combustible de todas las depredaciones, es casi un contrasentido pagar con petróleo la construcción del hombre nuevo.

Chávez sabía que si no creaba una plataforma continental, y alianzas estratégicas con el mundo, su proyecto sería aplastado, como el de Allende en Chile, por un modelo intervencionista que siempre invoca la democracia cuando le resulta necesario, pero que no vacila en apadrinar cuartelazos y en aliarse con cualquier régimen cuando le conviene. Estados Unidos le reprocha a Cuba lo que todos los días le perdona a China, y si hoy rechaza con vehemencia la arbitrariedad de Maduro al negar la legitimidad de la Asamblea Nacional, celebró en cambio con entusiasmo el golpe empresarial contra Chávez, vencido por el pueblo venezolano en tres días.

Hace algunas décadas se pensaba que había un manual revolucionario, cartillas que podían enseñar a los pueblos cómo se hacen las revoluciones y se defienden sus derechos. Hoy sabemos que la política está llena de escollos, y algo tan nuevo como la lucha contra el neoliberalismo no tiene un manual de instrucciones: es imposible no cometer errores.

Siempre he pensado que es un error estimular la polarización de la sociedad, convertir a las clases medias, con sus ilusiones de ascenso social y su anhelo consumista, en enemigas del proyecto popular. Claro que la sed de ganancia de los comerciantes es hostil a la solidaridad ciudadana, pero el comercio existe desde los primeros viajes de los barcos fenicios, y el deseo de ganancia no va a ser arrancado del alma humana por un decreto gubernamental.

Para ello habría que valorar los cambios culturales como posible freno a la codicia humana. Ello puede lograrse o no lograrse, pero la búsqueda de bienestar de las clases medias no es el principal enemigo de la dignificación de los pobres: es un error confundir los grandes males del presente con las antiguas flaquezas de la condición humana. Conceptos tan generosos y ambiciosos como el Socialismo pueden ser proyectos a largo plazo de una sociedad, pero no edictos obligatorios para la mañana siguiente.

Un gobierno elegido en democracia, aceptando sus reglas de juego, no tiene derecho a satanizar a la oposición, aunque ésta se dedique a satanizarlo todo el día. El deber de un gobierno es no sólo aceptar sino proteger el derecho de la oposición a criticar y exigir. Lo único que un gobierno tiene que exigir de la oposición es el respeto de la ley, lo demás tiene que fluir en el marco de una elemental cortesía.

Pero la causa principal de los males de la sociedad venezolana es otra. Con los gobiernos anteriores, Estados Unidos tenía aseguradas las reservas petroleras de Venezuela, las mayores del mundo. Con Chávez esto cambió, y el rechazo a su movimiento tiene como trasfondo esas reservas, como en Siria, en Irak, en Libia, donde quiera que hay guerras en este mundo.

También es un error pensar que en estos tiempos de globalización es posible cambiar el modelo en un solo país. La sociedad neoliberal, y su esquema de fronteras abiertas para los capitales y de fronteras cerradas para los trabajadores, tiene en sus manos todos los instrumentos para hundir la economía de un país que se quiera salir del modelo.

Basta ver el ejemplo de Cuba, asfixiada por un bloqueo económico implacable por no aceptar el rumbo que imponen los Estados Unidos. Ahora le está tocando el turno a Venezuela, y hay que saber que si la continuidad de un proyecto político depende del precio del petróleo, el sistema mundial está dispuesto a quebrar transitoriamente ese precio hasta rendir por hambre a quien se haya salido de la fila.

Cuando Venezuela comprenda que la verdadera riqueza de un país no es el petróleo sino la gente, que su cultura y su talento creador son fundamentales para construir la respuesta generosa contra un mundo dominado por la desigualdad, la codicia y la estupidez, Chávez volverá, y será millones.

SEMANA

A MIS AMIGOS VENELOZANOS… 
María Ximena Duzán

Maduro no solo se ha llevado de calle lo que queda de la democracia venezolana, sino que la ha convertido en una Nación atravesada por el hambre.

La decisión del Tribunal Superior de Justicia venezolano de cercenar el Poder Legislativo y usurpar sus funciones para que Nicolás Maduro concentre en sus manos más poder del que ya tiene es un golpe de Estado que deberíamos repudiar todos los demócratas.

Lo dramático es que esta decisión de fracturar de manera tajante la ya horadada institucionalidad venezolana no es lo único repudiable de este régimen, que ya ni siquiera se interesa por guardar las formas a la hora de imponer sus arbitrariedades. Maduro no solo se ha llevado de calle lo que queda de la democracia venezolana, sino que la ha convertido en una nación atravesada por el hambre.

Según un impresionante informe de Prodavinci, titulado ‘El hambre y los días’, publicado en marzo de este año, desde 2013 los venezolanos registraron una histórica disminución en el consumo de alimentos de la que no van a poder recuperarse fácilmente. Esa escasez de alimentos se derivó según ese análisis de las políticas impuestas por el chavismo, que, lejos de mejorar los índices sociales y productivos, redujeron sustancialmente la oferta de alimentos y desataron un proceso inflacionario que su gobierno no pudo controlar y que terminó menoscabando la capacidad de compra de los venezolanos. De acuerdo con el informe de Prodavinci, la inflación de Venezuela en 2015 fue de 180,9 por ciento -la más alta desde 1950-.

¿Pero por qué se redujo la oferta de alimentos bajo el chavismo en un país rico como Venezuela? Ciertamente no fue por el fantasma de  la ‘‘guerra económica’’ de la que tanto habla el presidente Nicolás Maduro cada vez que tiene que explicar la falta de alimentos básicos en los supermercados de Caracas. Esta debacle alimentaria, como lo recuerda el informe de Prodavinci, se remonta a los primeros años del gobierno de Chávez cuando decidió “reducir sustancialmente el rol del sector privado y expandir la intervención estatal en todas las áreas de la economía mediante un proceso de expropiación y nacionalización de empresas”.

Sin embargo, la revolución del siglo XXI no solo fue incapaz de producir la oferta de los alimentos básicos que el país demandaba, sino que afectó la producción del sector privado, cifra que también decreció.

Para los analistas de Prodavinci, lo más delicado está por venir ya que esta caída en la oferta nacional no ha sido compensada con importaciones: el gobierno de Maduro ha decidido hacer un recorte en las compras al exterior y  por eso “hoy no solo hay menos productos elaborados en el exterior en Venezuela, sino más plantas paralizadas por falta de materia prima e insumos”, dice el informe. 

Mientras el barril de petróleo estuvo a 100 dólares, todas estas decisiones económicas no afectaban directamente a los venezolanos de a pie, pero desde que se desplomaron los precios del petróleo –el precio del barril en diciembre de 2014 bajó en un 50 por ciento, y de los 100 dólares que costaba pasó a costar 53 -, la vida de los venezolanos se ha convertido en un infierno.

“Mi país padece de una hambruna”, aseguraba hace poco el escritor  Ibsen Martínez en su columna de El País de Madrid. “Una interminable y apocalíptica calamidad que lleva a miles de venezolanos no solo a hurgar en los vertederos en procura de alimento, sino a ver morir a sus hijos por enfermedades agravadas por la desnutrición”.

Es hora de solidarizarnos  con nuestros vecinos y decirles a Ibsen y a tantos otros amigos venezolanos que no están solos y que los acompañamos en sus tristezas y en sus denuncias. Así Maduro insista en echarles la culpa de sus errores a sus enemigos imaginarios  y le endilgue la escasez de alimentos a la “guerra económica” o intente culpar a las casas de cambio de Cúcuta por la crisis cambiaria que vive Venezuela, la realidad es que el fracaso del socialismo del siglo XXI ha ido de la mano de su desprecio por la democracia.

EL TIEMPO
MADURO Y LOS AVESTRUCES

Mauricio Vargas
Un Nobel de Paz no puede enterrar la cabeza en la arena ante la represión y la ruptura democrática.

Hay algo positivo en el despótico zarpazo que dio el Tribunal Supremo de Venezuela al quitarle los poderes legislativos y de control político al parlamento, de mayoría opositora: es el final de la mascarada democrática con la que pretendía engañar al mundo el régimen de Nicolás Maduro, al que desde ahora y sin remilgos podemos llamar dictadura. Al castrar al Congreso, el Supremo –controlado por los chavistas– acabó de un tajo con las escasas garantías democráticas del país y barrió con la separación de poderes, atributo por excelencia del Estado de derecho.

De aquí en adelante, lo que viene es el lento, excesivamente lento, pero inexorable derrumbe de una tiranía que ya era tragedia de miseria, corrupción y violencia bajo Hugo Chávez, pero que con la muerte de este y su reemplazo por el ignorante e incompetente Maduro se convirtió en tragicomedia, con mucha más miseria, mucha más corrupción y mucha más violencia.
La pobreza, que alcanzó a descender en los primeros años de Chávez, gracias a que algo les llegó a las clases populares de la bonanza petrolera, volvió luego a crecer y ahora se disparó. Los boliburgueses, funcionarios y empresarios chavistas que se llenaron los bolsillos con el saqueo de las finanzas públicas y los negocios de PDVSA le robaron al pueblo venezolano cientos de miles de millones de dólares del ‘boom’ de los precios del crudo. Y en cuanto a la violencia, Venezuela registró el año pasado una de las tasas de homicidios más altas del planeta, equivalente a casi cuatro veces la de Colombia.
Para que todo esto ocurriera, convergieron varias causas. Primero, que, en los años ochenta y noventa, los partidos tradicionales de Venezuela se entregaron a la más voraz corrupción, y eso abrió las puertas a la llegada, a fines del 98, de un populista mesiánico como Chávez. Y segundo, que, una vez instalado en el poder, el régimen corrompió a los militares aún más de lo que estaban, para asegurarse su lealtad. Pero nadie debe olvidar que semejante tragedia fue permitida, en buena medida, por el silencio cobarde de los gobiernos vecinos, que apenas ahora, y de manera tímida, se preocupan por la catástrofe de hambre, robo y muerte en que está sumido el pueblo venezolano.
Aunque el Gobierno colombiano comienza por fin a mojarse con tan grave asunto, impresiona que el cataclismo del vecino país no haya merecido siquiera una leve mención en la publicitada alocución del presidente Juan Manuel Santos, el jueves en la noche. Un nobel de paz no puede enterrar la cabeza en la arena como avestruz ante la represión desbordada y la ruptura democrática. El presidente peruano, Pedro Pablo Kuczynski, casi el único digno de la región frente al asunto, debería servirle de ejemplo.
Como lo dije en septiembre en estas páginas, en América Latina ha habido más avestruces. No me sorprenden el ecuatoriano Rafael Correa ni el boliviano Evo Morales, pues al fin y al cabo comparten cama con el chavismo. Pero, aparte de Colombia, los gobiernos de Chile, Uruguay, México, Argentina y Brasil, entre otros referentes de la región, han sido cómplices silenciosos, intimidados por las bravuconadas de Maduro y de los chafarotes que lo secundan, el vicepresidente Tareck El Aissami y el capo de capos Diosdado Cabello.
Esos países, al lado de Perú, Panamá, Guatemala y Estados Unidos, y bajo el liderazgo de otro digno, el secretario de la OEA, Luis Almagro, por fin despertaron y esta semana trataron de impulsar la aplicación de la Carta Democrática, un mecanismo más bien simbólico, pero que golpea la legitimidad del régimen y reduce su margen de acción internacional. Es un paso apenas lógico. Por eso sorprende tanto que, tal y como lo explicó la canciller María Ángela Holguín, Colombia no se haya decidido a apoyarlo todavía. Ojalá lo haga.

LA MATÓ LA CANCILLER

María Isabel Rueda
Ante las amenazas cifradas del régimen venezolano, la canciller Holguín ha actuado a brinquitos.
Es un problema tener que entregar la columna del domingo el viernes. Porque al ritmo de los actuales acontecimientos, en dos días en Venezuela puede pasar cualquier cosa por efecto de la más contundente presión internacional que se haya visto hasta el momento: ¡cómo será que está Colombia! Desde que se desmorone el régimen de Maduro hasta que el país desemboque en una salida militar, pasando, ojalá que no, por una revuelta popular. O que suceda absolutamente nada. Suficientemente grave todo para Colombia, que, no hay duda, es el país que más tiene que perder con el incierto futuro venezolano.

Pero sincerémonos: Colombia tuvo una alta cuota de responsabilidad en la consolidación y el aval internacional de pureza al régimen de Maduro.
Mientras esa fiera sarda que es la canciller Delcy Rodríguez copa todos los espacios, es categórica, le da entidad a la posición de Maduro en el plano internacional, el estilo de nuestra Cancillería es actuar siempre a la defensiva, a la retirada, metiendo la cabeza como el avestruz, haciendo diplomacia casi clandestina, Colombia de rehén de Venezuela para no alterar el curso del proceso de paz.
Nunca había sido más clara la diferencia entre tener una Cancillería con política exterior y una oficina de relaciones públicas. El resultado es que la frontera con Colombia está cerrada hace meses para los civiles desarmados, pero abierta para los militares armados. Cerrada para todo intercambio legal y abierta para el ilegal. 
En los últimos días vienen pasando cosas muy graves, desde que Colombia firmó con otros países una petición al secretario Almagro, de la OEA, para iniciar el debate sobre el caos venezolano. Por ejemplo, instalando ese inaudito campamento militar en Arauquita, Maduro le estaba enviando a Colombia un mensaje. Nos quedamos sin saber cuál. Tampoco sabemos qué quiso decir la canciller Rodríguez esta semana en la OEA cuando le advirtió a Colombia, en tono amenazante, que Venezuela “evaluaría el proceso de paz colombiano”. Recordemos que el Eln campea en su territorio. ¿Qué tal una toma conjunta de territorio? Pero ante tal avalancha de amenazas cifradas, la canciller Holguín ha actuado a brinquitos.
Primero aceptó firmar con otros países la petición a Almagro para estudiar en sesión extraordinaria la aplicación de la Carta Democrática al Gobierno venezolano. Después dijo que no había que llegar hasta ese extremo, sino seguir promoviendo el diálogo. Lo último que hizo la Canciller fue matar la Carta Democrática cuando el viernes, ante el golpe de Estado de Maduro contra la Asamblea Legislativa, dijo por radio que la Carta “no servía para nada porque no tenía dientes: Venezuela ni tiene préstamos del Banco Mundial”. Que se hable con su Presidente. Porque Santos, según dijo el mismo viernes, no descarta que se aplique la Carta. 
Lo cual, en la práctica, significa separar a Venezuela de la OEA, bajo una gradualidad de advertencias. Es una forma de presión internacional contra los países que adquieren ínfulas dictatoriales. Tan sí sirve que, después de muchos años de aislamiento, hoy a Cuba la expulsión de la OEA y su posterior reintegración la tienen defendiendo las democracias en América Latina, soltando presos políticos, deshaciendo su maldita injerencia sobre la lucha política armada y haciendo sociedad comercial con los EE. UU. 
Lo único que la comunidad internacional no puede permitir es que continúe la evaluación indefinida de la situación venezolana, que, como diría el embajador canadiense, “lleva tres años haciendo la OEA y, en lugar de mejorar, empeora cada vez más”.
Pero ojalá esto no sea una jugada, un truco del Gobierno venezolano para que el debate se retrotraiga simplemente a levantar este golpe de Estado como gran gesto democrático para que, de resto, todo siga igual. Sin elecciones, con presos políticos, sin libertad de expresión, cerrando fronteras e invadiendo militarmente a los vecinos. Ah. Y amenazándolos con señales.
Entre tanto... Y ni hablar de la autonomía de prensa, encarnada en la corresponsal de Caracol Elyangélica González. Ojalá Colombia alcance a reflexionar qué significa que no haya libertad para ser informada.
JUSTICIA
EL ESPECTADOR

DE MAL EN PEOR

Ramiro Bejarano Guzmán

Bastó que la Corte Suprema de Justicia tuviera que enfrentar otro proceso electoral interno para nombrar uno de sus magistrados e integrar dos ternas de candidatos a la Corte Constitucional, para que de nuevo se activara el clientelismo judicial.

Para proveer la vacante en la Sala Civil de la Corte el aspirante más opcionado es el doctor Jaime Humberto Araque, un magistrado de carrera del Tribunal de Bogotá, que alguna notoriedad ganó cuando la señora Tour Marina Díaz Rueda se fue de crucero por el Caribe, no solo porque era otro de los contertulios del paseo, sino porque su condición de avezado acordeonero lo hizo imprescindible también en esta ocasión. De coronar el doctor Araque su aspiración, nadie tendría duda de que también resultarían gananciosos la mencionada expresidenta de la Corporación Díaz Rueda, Francisco Javier Ricaurte, Pedro Munar y todo lo que representa ese grupúsculo para la justicia, el cual sigue teniendo mucho poder en los escenarios judiciales.

Ahí no paran las desgracias, porque la selección por la Corte Suprema de las dos ternas de candidatos a magistrados de la Constitucional ha confirmado que esta función electorera sigue deteriorando la justicia. En efecto, la lista de postulados para esas dignidades es tan larga que hasta hay gente competente y proba, compitiendo al lado de sujetos de pésima reputación. La Corte no parece estar lista para cumplirle al país y todo indica que las fuerzas que siguen teniendo influencia al interior de la Corte esta vez no darán su brazo a torcer, porque saben que se están jugando los restos de su nefasto poder.

Este intento de nombrar magistrados de la Corte Constitucional ha servido para descubrir el talante clientelista de muchos. El presidente Santos, por ejemplo, tendrá que integrar también dos ternas de candidatos para la Corte Constitucional, y ya es vox populi que hay mucha gente poderosa abogando por varios de los nombres. No lo digo solamente por el mandatario, quien ternará a su secretaria jurídica, la cual seguramente se convertirá en magistrada que tendrá que soportar muchos impedimentos. El ambiente está tan enrarecido que no solo los partidos políticos están pujando por sus intereses, sino unos exmagistrados y también algunos magistrados de la propia Corte Constitucional que no se resignan a ponerse al margen de esta compleja competencia electoral en la que no deberían intervenir. Hasta el propio fiscal Martínez Neira está remando en favor de uno que otro candidato, y aunque ello no parece inverosímil, sí es riesgoso, porque podría ocurrir que de ternarse a su protegido, el Congreso lo elegiría, y ya ejerciendo de togado no sería raro que se atravesara a la implementación jurídica del proceso de paz de La Habana.

A propósito del fiscal, no hay duda de que está impedido para actuar en el caso Odebrecht, como lo ha demostrado el senador Robledo, pero, obviamente, una Corte enredada en disputas electorales no tiene tiempo de pronunciarse sobre algo tan urgente. La explicación de Néstor Humberto según la cual no está impedido porque los procesos no están en su despacho sino en los de unos fiscales “independientes y autónomos” no es seria, menos después de que expidiera su ilegal Resolución No 1053 del 21 de marzo de este año, por medio de la cual, al readecuar el Comité Técnico Jurídico que discute los asuntos más relevantes del ente acusador, se previó que las decisiones las adopta este cuerpo colegiado y secreto aun en ausencia del fiscal del conocimiento. Y lo que es peor, fiscal que desobedezca esta orden, según esta Resolución, incurre en falta disciplinaria. Independencia y autonomía vigiladas. Crear sanciones disciplinarias es función de la ley, no de una simple resolución. Este abuso es parecido al de proponer una reforma para chuzar los Whatsapp e invadir más la vida privada de la gente, como si ya no estuvieran espiados.

Todo hace pensar que la futura Corte Constitucional tampoco recuperaría el prestigio que la actual deterioró irresponsable e irreversiblemente.

Adenda. Qué horror la satrapía de Maduro y su banda de autogolpistas. ¡Pobre Venezuela!

MEDIO AMBIENTE
EL ESPECTADOR

EL ORO LÍQUIDO DE CAJAMARCA

José Roberto Acosta

En el exclusivo almacén Harrods de Londres se vende una botella de agua cosechada directamente de los icebergs noruegos a un sorprendente precio de $350.000. Mercadear agua es el gran negocio.

Según la revista The Economist, el mercado del agua embotellada representó ventas en 2016 por US$147.000 millones, la mitad del valor de todo lo que Colombia produce en un año.

El anterior contexto se suma a las innumerables justificaciones técnicas que resultaron en una abrumadora mayoría del 97,92 % de los votantes del municipio tolimense de Cajamarca, que escogieron decirle no al proyecto minero de La Colosa, que buscaba extraer oro a cielo abierto por parte de la minera Anglo Gold Ashanti, empresa de pésimos antecedentes en el Congo africano, según Human Rights Watch en su informe The Curse of Gold de 2005.

Sin embargo, de manera violenta, el Gobierno se precipitó a despreciar esta consulta popular y, sin medir las consecuencias de sus declaraciones ante una posible demanda internacional de Anglo Gold, dejó entrever que la cuestionada empresa podría surtir aún el procedimiento de licenciamiento ambiental, como si la ya negada licencia social no fuera importante. Y todo porque sabe que la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales puede acomodar mentiras de manera exprés, como ya lo hizo con la irregular licencia que autorizó a Celsia S.A. para desviar el río Samaná y desarrollar el depredador proyecto hidroeléctrico de Porvenir II.

El desprecio del presidente Santos por la población de Cajamarca debería sopesarse con la admiración que guarda por el profesor de la Universidad de Harvard Michael Porter, quien, conociendo el insostenible modelo de desarrollo extractivista y depredador practicado por décadas, afirmó: “Lo peor que le puede pasar a Colombia es que siga encontrando petróleo”.

Con el cuento de buscar un “balance” o “punto medio” entre economía y medioambiente, se sigue corriendo más el límite de desertificación que ya amenaza con la falta de agua a departamentos como Caldas, que nunca imaginó perder tan rápido gran parte de sus fuentes hídricas, dejando claro que ese “punto medio” hace rato se sobrepasó.

La decisión de Cajamarca es histórica y un tema central de debate para quienes aspiren a la Presidencia en 2018, porque el medioambiente ya no aguanta más carga. Si nos equivocamos en esto, no habrá vuelta atrás.

SEMANA

LA ENCRUCIJADA QUE DEJA LA CONSULTA DE CAJAMARCA 

León Valencia

El presidente debería abrir las puertas a un diálogo nacional minero-energético de concertación estratégica con los actores locales y nacionales del sector.

El triunfo del No a las actividades mineras en la consulta popular de Cajamarca, Tolima, el pasado 26 de marzo, ha metido al gobierno nacional en una encrucijada mayor. Si anula el título minero que le otorgó a la empresa AngloGold Ashanti, atendiendo a esta expresión democrática de la población, quiere decir que empieza a ceder la propiedad que tiene la Nación sobre los recursos del subsuelo, que se arriesga a una demanda internacional de la compañía y que se priva de recursos valiosos para el presupuesto nacional.
Pero si desconoce la consulta ciudadana, como lo ha planteado el ministro de Minas y Energía, Germán Arce, en sus primeras reacciones ante la prensa, si hace como si nada hubiese ocurrido, agudiza y prolonga este conflicto social con el enorme riesgo de que derive en acciones de hecho. Es una muy mala estrategia del gobierno decir que es una simple acción política sin ninguna implicación legal, que todo seguirá como antes.

Ahora bien, el voto negativo en las consultas no ha sido la única ni la principal, manifestación del conflicto que se ha ido tejiendo entre las comunidades y las empresas, entre lo local y lo nacional, entre las actividades mineras legales y las ilegales. En un libro que saldrá al mercado a finales del mes de abril damos cuenta de un minucioso estudio de 179 conflictos sociales originados en las industrias extractivas entre el año 2000 y el año 2016 y allí se pueden ver los paros, los bloqueos, la destrucción de bienes, los choques con autoridades, los desplazamientos forzados, los innumerables homicidios presentes en las explotaciones de petróleo, carbón, oro y otros materiales.

En la base de estos conflictos están la violencia y la ilegalidad presentes en la extracción de los hidrocarburos y minerales, especialmente en la minería del oro donde la explotación ilegal alcanza el 70 por ciento según datos oficiales; las limitaciones y deficiencias de la legislación y la institucionalidad que controlan y regulan las actividades minero-energéticas, o, dicho de otra manera, los graves problemas en la gobernanza del sector que no permiten una vigilancia y control de los impactos ambientales y sociales de estas industrias; la corrupción y la inequidad en la distribución y en la utilización de las regalías provenientes de la explotación de estos recursos naturales no renovables pertenecientes por derecho a la Nación; y la urgencia de un reajuste al ordenamiento territorial.

El gobierno ha respondido siempre a estos conflictos de la misma manera que respondió el ministro Arce a los promotores de la consulta ciudadana en Cajamarca. Siempre, desde el olimpo en Bogotá, se dice que el subsuelo es de la Nación, que la ley le autoriza al gobierno nacional la concesión de títulos mineros, que en los paros y las protestas sociales están infiltrados los guerrilleros, que las consultas locales no son vinculantes, que la explotación de estos recursos es indispensable para el desarrollo.

Las grandes empresas a su vez han tomado como único interlocutor de su actividad al gobierno nacional, han confiado que de su mano pueden adelantar la exploración y la explotación de los recursos y han obviado un diálogo constructivo con las comunidades y los gobiernos locales. Solo unas pocas se han interesado en mirar lo regional y local, pero han incurrido en prácticas clientelistas y paternalistas que en vez de solucionar los problemas han terminado por ahondarlos.

Pero la votación de Cajamarca ha tenido una inesperada resonancia y ha puesto entre los palos al gobierno nacional. No creo que sea fácil ignorar el hecho. El contagio sobre otras diez consultas probables en los próximos meses será enorme. La inestabilidad jurídica que producirán estas manifestaciones ciudadanas, el desafío que implican para las empresas será inocultable, la inversión nacional y extranjera tendrá muy malas señales.

Sin embargo, el momento no es del todo negativo y el gobierno nacional y las empresas deberían aprovechar la situación para superar la encrucijada en que se encuentra la explotación de los recursos naturales no renovables. La Corte Constitucional en una sentencia reciente señala que si bien el subsuelo es de la Nación, su explotación exige la concertación con los gobiernos y las comunidades locales. A su vez en el país se está gestando un ambiente de concertación con motivo del acuerdo de paz con las Farc y las negociaciones con el ELN, fuerzas ilegales que han tenido mucho que ver con la violencia y la ilegalidad en el sector.

El presidente Santos tendría que abrir las puertas a un diálogo nacional minero-energético, a un proceso de concertación estratégica con todos los actores locales y nacionales decisivos en el sector, orientado a suscribir un gran pacto nacional. Los objetivos de esta concertación democrática serían sacar la violencia y la ilegalidad del sector; reformar la legislación y la institucionalidad que regulan la exploración, la explotación y el cierre de los proyectos minero-energéticos; hacer ajustes al ordenamiento territorial en función de una explotación sostenible de los recursos naturales; y generar un acuerdo para el manejo transparente de las regalías y para la inversión de las empresas en el posconflicto.

ECONOMIA

EL ESPECTADOR
DESEMPLEO Y POBREZA

Eduardo Sarmiento

En días pasados se divulgaron cifras que muestran aumentos en el desempleo y la pobreza. El mercado laboral se ha venido debilitando por la caída de la actividad productiva y se ocultó por el aumento de los trabajadores inactivos. En febrero, el empleo no varió con respecto al mismo mes del año anterior, el desempleo aumentó medio punto y en Bogotá llegó a 11,5 %, al tiempo que se revirtió la tendencia decreciente de la pobreza. En cierta forma se está regresando a la crisis ocasionada por la apertura económica a finales de la década del 90.

Nada de esto es nuevo. En los últimos diez años, la población colombiana experimentó una elevación del ingreso generada por el abaratamiento de las importaciones ocasionado por la revaluación y los altos precios del petróleo. La expansión de la economía se hizo cada vez más dependiente de los productos básicos, los servicios y la construcción. Pero esta estructura no era sostenible. El cambio de las condiciones externas ocasionó un deterioro de los ingresos que provocó una fuerte caída en los servicios, la construcción y la minería y no tuvo mayor compensación por el sector externo. Las exportaciones se redujeron a la mitad en los últimos dos años y el aumento de las importaciones se compensó con una fuerte caída de la inversión. El empleo decayó paralelamente a la producción.

El anuncio del Gobierno de que compensaría la caída del petróleo con la construcción no funcionó. En febrero, el empleo del sector cayó 4 %. Los grandes aumentos de los presupuestos viales no se reflejan en el índice de las obras civiles, los materiales de construcción y ahora en la mano de obra. En cierta forma se confirma que el sistema de contrataciones en el que los concesionarios obtienen las licitaciones a pérdida y derivan grandes ganancias en los reajustes estimula el soborno y acrecienta el valor de los proyectos.

Algo similar ha ocurrido en la pobreza. Parte de la reducción de la pobreza de los últimos años se logró con un cambio metodológico que bajó la línea de referencia y le dio un mayor juego a la encuesta de hogares. La otra parte de la reducción obedeció a la elevación del crecimiento económico que se extendió a todos los niveles, y ahora revierte el proceso con la misma intensidad.

La fuerte relación entre el crecimiento, el desempleo y la pobreza dejan al descubierto la carencia de una política social autónoma que proteja a los menos pudientes de los ciclos económicos generados por la opulencia. Las dos variables están al arbitrio de la economía. En las épocas de alto crecimiento, el capital se lleva la mayor parte de los beneficios, y en la época de destorcida el peso recae en los sectores pobres por el desempleo y la pobreza. Esta es una de las razones de los altos índices de inequidad de la sociedad colombiana.

Los hechos se han encargado de demostrar que el crecimiento liderado por la industria y la agricultura no se da dentro del modelo neoliberal predominante en Colombia. Luego de un retroceso de diez años, el país está en clara desventaja con los socios comerciales que se han dedicado a abaratar las importaciones sustituyendo la mano de obra por automatización. Tampoco es fácil superar el deterioro de la distribución del ingreso dentro de una estructura fiscal imperante de gravámenes menos que proporcionales al ingreso y gasto público que se destina al 40 % más pobre en un porcentaje menor. La economía colombiana está abocada a un marco de bajo crecimiento con desempleo y pobreza crecientes, y sólo podrá remontarlo con un nuevo modelo de política industrial y agrícola que saque ventaja del aprendizaje en el oficio y las economías de escala y de equidad fiscal que grave el capital ocioso y oriente los recaudos al 40 % más pobre.

POBREZA EN AGRIDULCE, ¿Y EL FUTURO?

José Manuel Restrepo

El 10 de noviembre del 2015, el BID publicó un texto en el que hacía una radiografía del futuro de Colombia en la intención de hacer tránsito “Hacia un país de altos ingresos con movilidad social”. El camino propuesto define tres estrategias puntuales, una de ellas es la urgencia de elevar nuestra productividad y competitividad, la segunda es lograr mucha mayor efectividad en la gestión pública y la tercera era el compromiso de consolidar la clase media y lograr mayores niveles de movilidad social.
Este último propósito recoge y destaca los avances que ha tenido Colombia en construir una clase media, ya superior al 50 % de la población del país, así como los sobresalientes resultados de reducción de la pobreza absoluta y relativa. Se suma a lo anterior la estrategia de largo plazo muy efectiva para reducir la tasa de desempleo a un dígito, así como los destacados resultados en reducción de la informalidad laboral.
Es de reconocer que la pobreza monetaria en 2010 era de 37,2 % y la extrema del 12,3 %, mientras que en el 2016 dichas cifras fueron del 28 % y 8,5 % respectivamente, y si nos devolvemos aún más en el tiempo, el resultado ha sido también muy sorprendente. Cómo no destacar entonces que aquellos que reciben menos de 114.600 al mes se han disminuido en casi 31 % en los últimos seis años y más de 50 % en 15 años. Una mirada más completa de la pobreza, como la del indicador multidimensional, que incluye temas de acceso a la vivienda, salud, educación, programas de juventud y niñez, entre otros programas sociales en beneficio de la población, tiene también un resultado sobresaliente entre el 2010 y el 2016, al disminuir del 30,4 % al 17,8 %.
Sin embargo, el BID también señalaba que era necesario cuidar estos resultados año tras año, por el riesgo de perder los beneficios logrados y poner en dificultades los logros de construcción de clase media, que aún es muy vulnerable. Por eso es necesario leer con atención los datos más recientes de pobreza e inequidad que entregó el DANE. Es preocupante que la pobreza monetaria vuelve a aumentar entre el 2015 y el 2016, lo que significa 229 mil pobres adicionales con un aumento también de 285 mil personas en pobreza extrema.
Una forma de evitar que estas cifras sigan creciendo está directamente atado a que trabajemos efectivamente contra la inequidad. Esto necesariamente significa mejorar en calidad y cobertura la educación y proponer estrategias concretas para la formalización laboral y empresarial en Colombia, aparte de actuar efectivamente contra la evasión fiscal grande, mediana y pequeña.
De igual forma se hace necesaria una mayor focalización en el gasto público en aquellos más necesitados, o regiones más olvidadas y pobres y acabar con ese cáncer de la corrupción en la política que incluye además malas practicas como la famosa “mermelada” que destina recursos adonde probablemente no se necesitan tanto, alimentando un ejercicio clientelista de la política. En esta propuesta de focalización vale destacar el esfuerzo del DNP por entregarle al país una forma a través de la cual los subsidios lleguen a donde se necesitan y no como sucede ahora, en que la mayoría de ellos se concentran en las pensiones.
Un camino también necesario en este mejoramiento en la pobreza es enfrentar cuanto antes el tema pensional. No podemos continuar con un modelo que es además bajo en cobertura, muy poco equitativo, pero además con dudas en su sostenibilidad de largo plazo. No puede ser aceptable que en el régimen de prima media el 70 % de las pensiones estén subsidiadas y que el 92 % de dichos subsidios beneficien a las personas de los quintiles 4 y 5 de la población (los más ricos).
De cierre se hace indispensable mejorar en la prestación de servicios públicos como salud, vivienda y justicia, con oportunidad y calidad. Los avances en materia de pobreza son sin duda buenos, pero los datos del 2016 prenden alertas sobre la urgencia de cuidar estos logros y darles mayor atención. 

NECESITAMOS ACUERDOS

Santiago Montenegro

Es cierto que la economía apenas crece al ritmo de la población; es cierto que el pesimismo cunde entre los ciudadanos, los empresarios, entre jóvenes y viejos; es cierto que la clase política y los partidos tienen bajísimos niveles de aprobación; es cierto que el área sembrada de coca retornó a los niveles que tenía en el año 2000; es cierto que se hacen referendos para prohibir la minería legal, pero nadie los convoca contra la minería ilegal; es cierto que en la vecina Venezuela un gobierno de canallas implantó una dictadura corrupta, que acoge a delincuentes, narcotraficantes y a grupos violentos colombianos; es cierto que en varias partes del mundo proliferan partidos y movimientos políticos populistas, racistas y xenófobos, algunos ya gobernando y otros aspirando a gobernar; es cierto que el consenso socialdemócrata, que construyó el Estado de bienestar después de la II Guerra Mundial, parece haber entrado en una profunda crisis. Es cierto que a las anteriores razones les podríamos agregar muchas otras que nos hacen ver un futuro de sombras y problemas.

Pero hay razones para ver también el futuro con optimismo, especialmente si partimos de diagnósticos adecuados.

Hay razones para el optimismo si se comprende que necesitamos continuar fortaleciendo el Estado para que tenga el pleno monopolio de la fuerza legítima, la justicia y la tributación; hay razones para el optimismo si entendemos que el crecimiento a tasas altas y sostenibles se basa en la confianza a la inversión nacional y extranjera; hay razones para el optimismo si se entiende que las finanzas públicas pueden fortalecerse, sin necesidad de incrementar los impuestos, atacando la enorme informalidad laboral y empresarial; hay razones para el optimismo si se acepta que, con las modernas tecnologías, es posible acabar la corrupción eliminando las asimetrías de información sobre los recursos públicos entre gobernantes y gobernados; hay razones para el optimismo si nos olvidamos de las soluciones maximalistas a la justicia, que buscan una utópica perfección, y las reemplazamos por un programa pragmático que comience ajustando procedimientos, como los de elección de los magistrados.

Pero las razones para el optimismo son aún más profundas porque se basan en el hecho irrefutable de que la gran mayoría de los colombianos son honestos y trabajadores, incluyendo a la mayoría de los funcionarios públicos, empresarios, académicos y docentes; hay razones para el optimismo si tenemos en cuenta que, en todos los partidos y movimientos políticos, hay mucha gente decente, que quiere trabajar por el país con desprendimiento y pasión. Hay razones para el optimismo si, mirando hacia el pasado, recordamos que, pese a todos sus defectos, contamos con un ordenamiento político que, desde los albores de la república, nos dio como gobernantes a civiles, que fueron elegidos en procesos electorales y que han hecho un uso limitado del poder.

Hay razones para el optimismo si comprendemos que, de nuestra historia y de nuestra geografía, emergió un país descentralizado, de regiones fuertes, que, al tiempo que impidió por mucho tiempo contar con un Estado más fuerte y eficiente, nos dio también un apego casi obsesivo por la libertad y rechazo a la tiranía, la autocracia y el populismo.

Hay, entonces, muchas razones para creer en un futuro más próspero, pero necesitamos unos acuerdos básicos en diagnósticos y soluciones a nuestros mayores problemas, entre todos los que queremos un país más democrático, plural e incluyente.

EL TIEMPO

DESIGUALDAD

Rudolf Hommes
Preocupante que la clase política utilice el poder que le confiere su actividad para enriquecerse.

El nobel de economía que cada vez revela mayor calidad es Angus Deaton, no solo por su forma de mirar el mundo sino por su sencillez y profundidad. El domingo pasado publicó en el ‘New York Times Book Review’ una reseña de un libro de Ganesh Sitaraman, profesor de derecho de Vanderbilt University, sobre el impacto político de la desigualdad de ingreso y de riqueza, específicamente en EE. UU., pero aplicable a otras democracias (‘The Crisis of Middle Class Constitution. Why Inequality Threatens our Republic’, Alfred A. Knopf).

Deaton inicia su comentario citando a Obama, quien dijo que “la desigualdad es el desafío que define nuestra era”, y se pregunta por qué dijo eso y por qué lo hizo en referencia a nuestra era, imaginándose que fue quizás en referencia a que el crecimiento de los países industrializados ha sido exiguo después del 2008 y lo han capturado los de arriba, dejando al resto de la población estancada o en peor situación. Dice que a él no le molesta o le hace daño que Mark Zuckerberg se haya enriquecido con Facebook, por ejemplo; que si alguien se enriquece con trabajo e innovación está bien. Pero si ha sido robando, legal o ilegalmente, no lo es. Lo que inquieta y ha venido inquietando a la gente desde hace tiempo es que la desigualdad socava la gobernabilidad y, en tiempos modernos, a la democracia o a la gobernabilidad democrática.
Esta es la preocupación del libro que reseña Deaton, y él cree que Sitaraman, su autor, ha hecho un gran servicio tomando un asunto de tremenda importancia, analizando su historia, ayudando a comprender cómo se manejó el problema en épocas anteriores y construyendo una plataforma para pensar en él desde una perspectiva contemporánea. Pero no está tan convencido de que la solución sea la emergencia de una nueva clase media racional y virtuosa que, a semejanza de los integrantes del movimiento Progresista en Estados Unidos el siglo pasado, logre moderar la concentración de riqueza y de poder político. Estados Unidos enfrenta la amenaza latente de que se tomen el poder los que utilizan el Gobierno para enriquecerse y continúen restándoles influencia a grandes segmentos de la sociedad. La forma de gobierno como se llegue a ese extremo puede ser una plutocracia, una oligarquía o una autocracia basada en populismo. Para EE. UU. o para Europa, este es un peligro real. Pero los países en desarrollo están más amenazados y desde mucho antes. 
En Colombia es verdaderamente preocupante que la clase política esté utilizando cada vez más el poder que le confiere su actividad política para enriquecerse descaradamente. Los que lo hacen exitosamente inducen imitadores cada vez más burdos, y muy rápido van desapareciendo los que están en la política por razones altruistas o movidos por sus ideas o su deseo de servir. La facilidad con la que Odebrecht logró penetrar todos los estamentos de la esfera política colombiana con una inversión de recursos relativamente modesta ponen en evidencia la venalidad y la pobreza de espíritu de todo el sistema. Lo que se ha revelado adicionalmente sobre la utilización desmedida del poder político para acumular contratos de prestación de servicios en cabeza propia puede no ser delito, pero sí es impúdico y una señal adicional de deterioro moral y codicia desmesurada.
Pero no todo está perdido. Deaton cita a Milton Friedman (!) para decir que los cambios reales surgen de las crisis, y que son ellas las que hacen que lo “políticamente imposible se vuelva políticamente inevitable”. En este caso, lo que debe ser inevitable es que en las próximas elecciones se le ponga fin al régimen político clientelista y parasitario. El problema no es la corrupción, es el sistema político que la ha engendrado y la hace perdurar.

AL CLUB DE LOS RICOS
Guillermo Perry
Estamos haciendo cambios institucionales y de política importantes para entrar a la Ocde.

La Ocde es considerada un club exclusivo de países ricos. Otros países requerimos invitación, pasar un examen exhaustivo y aceptar compromisos. Colombia inició el proceso de ingreso en el 2013 y espera terminarlo este año. ¿Qué ventajas traerá pertenecer a este club? ¿Qué hemos acordado? ¿Qué falta?

Es honroso que nos hayan invitado: los únicos latinoamericanos miembros son Chile y México (y Costa Rica está en camino). Y es importante por: 1) nos está obligando a modernizar varias instituciones y políticas para ingresar; 2) permitirá evaluar nuestro avance cada año y aprender de quienes lo están haciendo mejor, pues los miembros de la Ocde se someten a un chequeo médico anual y reciben recomendaciones prácticas para crecer sanos y superar enfermedades económicas, crónicas o epidémicas; 3) constituirá un ‘sello de garantía’ que estimulará el interés de inversionistas internacionales y ONG en el país.
Dieciocho comités especializados han dado ya opinión favorable, después de un estudio a fondo, de establecer condiciones y ofrecer recomendaciones. En dos más ya pasamos el examen y hay tres donde subsisten dificultades: gobernanza (justicia), comercio y laboral.
Subrayo cinco reformas institucionales y regulatorias ya convenidas que mejorarán el funcionamiento de nuestro Estado y nuestra economía:
1) La reforma del gobierno corporativo de las empresas estatales obligará a administrarlas en forma transparente y profesional, lo que redundará en mayor eficiencia, menor corrupción y menos clientelismo. Ecopetrol y la Financiera de Desarrollo Nacional son ya ejemplos vivos de la importancia que tiene adoptar un gobierno corporativo moderno y transparente. 
2) La mayor independencia de los superintendentes (limitada por nuestro ordenamiento constitucional, que los considera simples delegados del Presidente) evitará episodios como la remoción del superintendente financiero Acosta por estar investigando ni más ni menos que a Interbolsa (bajo Uribe y Zuluaga, así no les guste que se lo recuerde).
3) La supervisión consolidada de los conglomerados económicos, que por fin avanza en el Congreso después de décadas de intentarlo, permitirá evitar fraudes como ese (el de Interbolsa) y contribuirá a la estabilidad de nuestro sistema financiero.
4) La promoción efectiva de la competencia. Por primera vez en nuestra historia estamos sancionando en serio los abusos monopólicos, y eso tiene que ver con el ingreso a la Ocde.
5) El control de la evasión internacional. La reforma tributaria incluyó las recomendaciones de la Ocde.
Ha habido también condiciones y recomendaciones importantes en política social (reforma pensional y educativa), ambiental (tratamiento de residuos) y de innovación, que son temas, como los institucionales y regulatorios, en los que la Ocde insiste mucho y en los cuales se le reconoce una gran competencia. No tengo campo acá para comentarlas.
El Comité de Gobernanza está presionando por una reforma judicial que mejore el acceso y la eficiencia y controle la corrupción que se apoderó de la Rama. Ojalá salga algo de ahí. 
Más discutibles son algunas exigencias de los comités Comercial y Laboral. Está bien que nos estén obligando a modernizar los regímenes feudales que teníamos en materia de licores (ya se aprobó la ley) y transporte camionero (hay un acuerdo en una transición para eliminar la llamada chatarrización, que tanto nos cuesta en materia de fletes y paros camioneros). Pero está mal que el Comité Comercial actúe como vehículo del poderoso ‘lobby’ farmacéutico. Y está bien que el Laboral busque fortalecer nuestro débil sindicalismo, pero no a costa de nuestras innumerables empresas pequeñas, como sucedería si se aprueba la negociación colectiva a nivel de industria y se eliminan todos los pactos colectivos.

PERIODISMO
EL ESPECTADOR

NUESTROS BUENOS Y MALOS PERIODISTAS

Hernando Gómez Buendía

Los mejores periodistas son imparciales y los peores están parcializados. Pero ninguno de los dos ayuda mucho a la verdad.

Este hecho es evidente en relación con los parcializados, porque tienen un sesgo, un interés o un soborno para tapar todo lo que no les convenga. Y aquí no entran apenas las noticias pagadas, los “autoreportajes”, o la vedette de radio financiada por Pacific Rubiales. Entran también y de manera aún más dañina los silencios profundos de lo que antes se llamaba —y sigue siendo— “la gran prensa” de Colombia.

Por ejemplo, la que pasó 50 años diciendo que los guerrilleros eran criminales y ahora lleva seis años mostrando que eran ideólogos. La que denuncia cada día a los políticos corruptos, pero no ve a los empresarios corruptores. La que descubre chanchullos millonarios en la DIAN, pero no  habla de las exenciones billonarias que Uribe y Santos les han dado a las mineras. La que expresó el rechazo de las víctimas a la impunidad para las Farc, pero no les da voz ahora que se trata de los militares.

La prensa de los Gossaín o los julitos que fueron furibistas y son antiuribistas. La de los forjadores de opinión independientes que al mismo tiempo son Santos y López y Samper. En fin, la de los periodistas que son parte del poder económico y político o están a su servicio.

Hay sin embargo muchos periodistas que se esfuerzan de veras por no tomar partido.  De hecho, la imparcialidad se considera como un valor cardinal del oficio y es lo que les enseñan en las universidades. Es el principio, casi sagrado, de mostrar “las dos caras de la moneda”, o de darles el mismo espacio a las dos partes. 

Pero la cosa no es tan sencilla, y esto empieza a notarse en la versión criolla de la imparcialidad. Es la del reportero que transcribe o resume por igual la declaración del fiscal y la del acusado. Es el “programa de opinión” donde  llevamos 15 años de tener a un furibista y un antiuribista agarrados de las mechas a propósito del tema del momento. Es un tiempo igual para el señor del Sí y el del No, para los que defienden las uniones gay y los cristianos fundamentalistas, los que creen o no creen en el cambio climático, o en las cifras sobre pobreza, o en si Santos sabía lo de Prieto, o en cualquier otro asunto.

El problema consiste en que unas cosas son ciertas y otras no son ciertas en la vida: Santos sabía o no sabía lo de Prieto, la pobreza aumentó o disminuyó, el cambio climático es una realidad o no lo es, la Constitución ampara o no a los gay, cada cosa que dicen los del No y los del Sí es verdadera o es falsa. 

El periodismo imparcial es la falsa equivalencia entre verdad y mentira. Son las “mesas de trabajo” y los debates con audiencia masiva donde los colombianos hemos aprendido que todo es opinable, o que todas las cosas son igual de ciertas, o de falsas, o de justas, o de injustas, o de relevantes, o de irrelevantes, o de puras peleas entre los políticos. Es el periodismo —el periodismo bueno— como mensajería o, en el mejor de los casos, como mediación.

Y sin embargo el periodismo de verdad es simplemente el que busca la verdad.

PARA LEER

EL ESPECTADOR

SOBRAS

Fernando Araújo Vélez

Nos sobran las palabras humildad, sumisión y perdón, cuando provienen de aquellos que se lucran con ellas y por ellas, y nos sobran sus imposiciones y sus manifiestos. Nos sobran sus palabras y discursos, porque suelen ser mentiras para engañarnos, y nos sobran tantos y tan variados engaños a través de la historia... Nos sobran los textos que los alaban, y nos sobran los cientos de monumentos que los han perpetuado para que sigamos sus ejemplos. Nos sobran los vendidos que repiten la historia, y nos sobran los herederos que se han conformado con una porción de comodidad. Nos sobran los billetes, cuando han sido manchados de sangre, de muerte, y nos sobra la idea de que el dinero es el fin, en lugar de ser un medio.

Nos sobran las reinas, las princesas, los príncipes azules, las aristocracias, los vasallos, los explotadores y los explotados. Nos sobran las decenas de miles de uniformados, que por no tener contra quién combatir, se inventan y se seguirán inventando enemigos invisibles para seguir siendo indispensables, y nos sobran los uniformes, los horarios, las guerras y las armas de quienes son incapaces de hablar y de convencer, y en lugar del diálogo imponen su fuerza, que es decir, las balas. Nos sobran los que trafican con balas, los que trafican con drogas, los que trafican con palabras, los que trafican con el hombre y lo convierten en una diminuta tuerca del inmenso engranaje creado por ellos, y nos sobran los que trafican con dioses.

Nos sobran los genios, los doctos, los inspirados, que nos dicen qué se debe hacer y cómo, y difunden la idea de que son genios y andan inspirados para que los demás creamos que es imposible ser como ellos. Nos sobran los dueños de la verdad, los jurados de concursos,  y todos los premios.  Nos sobran las medallas al heroísmo y el creer que los héroes son aquellos que dan la vida por la patria, y nos sobran todas las patrias. Nos sobran las fronteras, los desfiles, la última moda y las modas. Nos sobran los latifundios, las cercas, los muros, las notarías.  Nos sobran las metas, la productividad y lo perfecto, pues lo perfecto es condenarnos por los siglos de los siglos a tratar de seguir un patrón, y nos sobran todos los patrones.

Nos sobran los testaferros, sus firmas y sus obras, y todas las obras de aquellos que escribieron por conveniencia. Nos sobran el miedo, el actuar por miedo y el vivir de obligaciones determinadas por otros,  y ser empleados por esos otros. Nos sobra ser empleados, que es decir utilizados, y más aún, querer ser empleados (utilizados) del año.  Nos sobra la ingenuidad de votar siempre por los mismos, creyendo que a esos mismos les importan nuestra educación, nuestra salud y la vida.

Nos sobra aprender y vivir al pie de la letra, y nos sobran tantas cosas tal vez porque nosotros mismos estamos de sobra. 

ESPIRITUALIDAD

VANGUARDIA

¿QUÉ TAN AMABLES SOMOS?

Cuando somos amables multiplicamos la ‘buena vibra’. Además, las personas que reciben nuestros generosos gestos podrán hacerlo con otras y, de esta forma, generaremos un ambiente mejor.

Me gusta la gente amable y carismática. En un mundo tan estresante, en donde las personas viven agobiadas de problemas, siempre será revitalizante encontrarse con una sonrisa.

Ofrecerles la mejor cara de nosotros mismos a los demás, que no es otra cosa que garantizarles un trato más humano, es un bonito obsequio.

La amabilidad nos hace sentir bien, nos permite respirar en un ambiente de sana convivencia y, por ende, nos abre el camino para crear excelentes relaciones.

Claro está que, en algunas ocasiones, ni siquiera los ‘buena vibra’ logran ese bálsamo en la gente. Lo digo porque no falta el amargado que le encuentra mil ‘peros’ a todo lo que uno dice o hace.

En casa, en el colegio o en la oficina siempre hay un cascarrabias o un maleducado. Cuando me encuentro con sujetos así, evito estresarme y asumo que es imposible tener a todo el mundo contento.

Creerme el ‘absurdo’ de ser una ‘monedita de oro’ para todos solo me produce un desgaste.

Además, yo no sé qué hay detrás de las caras de los malgeniados: de pronto hay dolores, angustias, frustraciones, en fin... ¡Cada quien está librando su propia batalla y de esa guerra no sabemos mucho!

Cuando se encuentre con personas que respiran rabietas y que, por ende, le atacan o se vuelven detractores suyos por ese aburrimiento de vida que llevan en sus hombros, le recomiendo utilizar cualquiera de estas estrategias:

1. Orar por ellas. No alcanza a imaginar el efecto sanador de la plegaria en ese tipo de seres humanos.

2. Hablarles claro. Ello implica hacerlo de una manera sutil y respetuosa para ‘ponerlas en su sitio’. Hay que ser fuerte, pero no grosero. Y si esa persona insiste en contestarle ‘con dos piedras en la boca’, solo espere educadamente a que termine de hablar y cambie de tema.

3. Aplicarles la indiferencia, que no es otra que dejar pasar sus flechas ‘sin ton ni son’.

4. Evitar espacios en donde estén, sin que eso limite su cotidianidad.

Para mí es claro es que los que viven consumiendo sus energías y alimentando necedades o críticas destructivas, al final quedarán presos en sus propias amarguras.

Es lamentable que sean así, pues siempre andarán cabizbajos por la vida, oscureciendo sus estados de ánimo y envenenándose.

La vida es para estar bien consigo mismo y tratando de reflejar ese estado a los demás. Y todo se fundamenta en el respeto mutuo, el diálogo sincero y la transparencia al actuar.

Si por alguna razón usted es el que vive deprimido y odia a todo el mundo, le sugiero que entable una conversación con usted mismo y asuma estados positivos.

Con la agresividad o maldiciendo a todos no avanzará. Lo único que hará será complicar su existencia y hacer que su alrededor se vuelva más adverso.

Recuerde que ser amable con quien al parecer no le agrada no significa que sea hipócrita. Eso solo deja ver que usted tiene la suficiente madurez como para entender su forma de ser y no dejarse afectar por su personalidad. Ser amable no cuesta nada y, a la vez, vale mucho. ¡Dios lo bendiga!

Bonitos gestos
* Sorprenda a quien siempre le trae una taza de café llevándole usted una de ellas. 
* Siempre que salude a alguien, mírela a los ojos y sonría. 
* Si va en el ascensor salude a la gente, así no la conozca. 
* No se la pase contándoles a los demás lo supuestamente “dura” que es la vida, ellos ya lo saben. 
* Ceda el puesto en la fila del banco si tiene tiempo para esperar. 
* Cuando el transporte público esté lleno de pasajeros, cédale su asiento a un adulto mayor, a un niño, a alguien que esté en situación de discapacidad, a una madre que lleva el bebé en sus brazos y hasta a alguien que tenga tacones altos. 
FARANDULA
EL TIEMPO
‘LA NIÑA EMILIA’, TELEVISIÓN QUE GUSTA 

Ómar Rincón

Así, Telecaribe demuestra que si se busca en la memoria local se encuentran las historias.

Telecaribe cumple 30 años, y lo celebra muy bien, con una ficción en sabor caribe, una historia bien contadita con música y humor, con sabiduría popular y desparpajo costeño.
‘La Niña Emilia, déjala morir’ se llama, y está muy bien. Una historia y una producción que nos hace recordar para qué es que estaba diseñada la televisión regional.
Ver ‘La Niña Emilia’ es emocionante: simple, bien actuada, una historia creíble, música de la que nos parte el sentimiento, melodrama con sabor a humor y emoción popular. Y cuando canta, uno se quiere quedar ahí viendo.

Esta producción tiene una realización hecha con cariñito, no busca el despeluque visual, sino que se concentra en los personajes y nos narra el sabor que ha hecho grande al Caribe colombiano: la música, el desparpajo de su gente y el sabor de sus tradiciones y paisaje.

Esa mezcla de ficción y documental juega divertida. Una realización muy buena en libreto, diálogo, situaciones, y muy bien actuada.
Aida Bossa hizo un papel sublime. Seductor, tierno, desparpajado, cariñoso. Y canta con tanto sentimiento que el corazón del televidente se eleva a la sonrisa cercana a la lágrima. Una actuación memorable por ser tan caribeña, verosímil y cariñosa.
‘La Niña Emilia’ se cuenta al son del bullerengue y la cumbia. La gozadera cultural es magnífica porque nos recuerda cómo surgieron esos éxitos que nos marcan el alma nacional en clave caribe: ‘Coroncoro’, ‘Cundé, cundé, cundé’, ‘Que le den candela’. Y todo al compás de la tambora que marca el ritmo de las historias. “Coroncoro se murió tu mae” suena y uno sonríe.
‘La Niña Emilia’ es una serie regional, es ficción, es reconocimiento de la memoria cultural, es la clase de historia que debe contar la televisión regional. Y fue suceso de redes, cuento colectivo, emoción de televidente conversador. Felicitaciones, Telecaribe, por mostrar el camino que debe tomar la televisión regional para ser una alternativa real.
Telecaribe, al hacer esta historia, demuestra que en lo regional se puede hacer buena ficción; solo hay que hacer historias y realizaciones cercanas, de producción pequeña, con pocos actores, que adquieren la fuerza narrativa al privilegiar el paisaje y los sabores locales.
Telecaribe demuestra que si se busca en la memoria local se encuentran las historias. Y nuestra marca es la música: ahí están nuestra alma y nuestro sentimiento.
Lástima que solo sean 10 episodios de media hora. Uno quiere más y más. Bien que la ANTV financie ficción. Pero se debe pensar en hacer series más largas, que tengan más potencia y construyan costumbre televisiva.
Si se juntaran los canales regionales, pusieran presupuesto común y diluyeran egos políticos, se podrían hacer series de 50 o 60 capítulos y la televisión regional se convertiría en una alternativa de verdad.
Mientras cada canal juegue a su político de turno, no podrán construir ni industria, ni ficción, ni alternativa televisiva. ¿Será que los regionales se juntan y nos cuentan a Colombia en versión local y en formas de ficción?

LA PATRIA
MEMORIAS DE UN PRINCIPIANTE
Orlando Cadavid Correa
Nota: Esta es una sencilla manera de asociarnos a la  conmemoración de los 130 años del decano de los diarios del país.

Al arribar a Manizales la etapa de la XIV Vuelta a Colombia, en  1964, procedente de Pereira, llegaba con un encargo de sus jefes, en Bogotá, don Mike Forero Nogués, el timonel de las páginas deportivas de  El Espectador: conseguir un nuevo corresponsal en la ciudad de las Ferias.

Don Eucario Bermúdez Ramírez, quien formaba parte de la gran caravana ciclística, en su calidad de comandante del transmóvil número 1 (el de la Nueva Granada) le dio como candidato único a un joven recién llegado de Medellín que hacía sus primeros pinitos en la redacción de “Ya”, el noticiero de Transmisora Caldas, que tenía el nombre más corto en la historia del periodismo  radial.

Por teléfono (cuando las llamadas de larga distancia había que tramitarlas a través de las voluntariosas operadoras del paquidérmico 01 de Telecom) se formalizo el enganche laboral y el nominado (sin salir de su emocionada sorpresa) tomó contacto con sus dos superiores  inmediatos en la capital del país:  don José Salgar, el mítico Mono, y don Luis Elías Rodríguez, el jefe de corresponsales, quienes le impartieron las consabidas instrucciones al novato.

El autor de estas remembranzas aprendió a manejar el télex  manizaleño de El Espectador para disparar noticias con la misma velocidad con la que se fue encariñando del que sería en su vida su segundo periódico. El primero fue El Colombiano, el diario de los Gómez Martínez,  que lo tuvo como corresponsal en su natal Bello, la segunda ciudad de Antioquia, cuando aún era menor de edad.

Gracias a la corresponsalía para los Cano se nos abrieron otras puertas y aprendimos muchas cosas. Comprendimos que no era un simple clisé la famosa frase, según la cual, por Manizales pasaba el meridiano de la industria del café colombiano. Y las razones por las que a veces se le atribuía influencia parecida al discurrir de la política nacional.

Sin ellos saberlo, para el aprendizaje tuvimos nuestras propias tripletas como brújulas y guías: en la caficultura, don Pedro Uribe y los hermanos Fernando y Leonidas Londoño, figuras cimeras de la industria básica de la economía nacional. En las lecturas, Silvio Villegas, el de La canción del caminante; Rafael Arango, el de Asistencia y camas, y Luis Donoso, el de las amenas charlas. En la política, Gilberto Alzate, Alberto Mendoza y Rodrigo Marín. En el colegaje periodístico, José Fernando Corredor, Alonso Parra y Hernán Castaño. Y muchos etcéteras más.

Gracias a la corresponsalía nutrimos nuestro bagaje al oficiar en varias oportunidades como tele-presensistas de textos que preparaban en sus desplazamientos a Manizales doña Inés de Montaña, la inolvidable IM Contesta;  el columnista Hernando Giraldo y el cronista político Iáder Giraldo, el tambor mayor de ‘Los Gorilas’. Tres fuentes informativas infaltables: Javier Ríos, Mario Humberto Gómez y Emilio Echeverri. El primero solía acuñar sus datos confidenciales con la frase “sin confirmar, no lo decimos”, que después haría carrera en la radio bogotana.

Hicimos muy buenas migas con colegas tan especiales y queridos de la nómina “espectadoriana” como Carlos Murcia, Rodrigo Pareja, Oscar Alarcón, José Yepes, El Malevo;  Antonio Andraus, Luis de Castro, Isaías Gozález, Igor; Antonio J. Olier, Jorge Téllez, Pablo Augusto y Bernardo Torres, entre otros.

La apostilla: Cuando El Tiempo era la casa editorial de los descendientes de los hermanos Eduardo y Enrique Santos y El Espectador era la de todos los Canos descendientes de don Fidel y don Gabriel, al primero se le llamaba “El Santódromo” y al otro “El Canódromo”. Ahora hacen parte de los inventarios millonarios de los conglomerados del potentado Luis Carlos Sarmiento Angulo y de los herederos de Julio Mario Santo Domingo. ¡Las vueltas que da la vida!

